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En este trabajo se parte de un análisis de la participación ciudadana en el proceso de la 
configuración de la Asamblea Constituyente de 1998. Se realiza una descripción de los 
hechos más significativos que tuvieron lugar en la década de los 90, resaltando la crisis 
económica, política y social que desató una serie de protestas, huelgas y movilizaciones 
sociales culminando con los siguientes hechos: la destitución del Presidente Abdala 
Bucaram; la posterior designación de Fabián Alarcón como Presidente Interino; la 
convocatoria a Consulta Popular para la conformación de la  Asamblea Constituyente; las 
elecciones para asambleístas, y la Asamblea que diseñó y aprobó la Constitución de 1998.   
Aborda la crisis de representación política presente en esta década y los mecanismos 
institucionales ad hoc presentes por parte del Estado y de la Asamblea Constituyente. Así 
como la incidencia de la participación ciudadana y los movimientos sociales en la reforma a 
la Constituyente, sus aportes y limitaciones.  
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This paper begins with an analysis of citizen participation in the process of configuring the 
1998 Constituent Assembly. We present a description of the most significant events that 
took place in the 90s, emphasizing the economic, political and social sparked a series of 
protests, strikes and social protests culminating in the following facts: the removal of 
President Abdala Bucaram , the subsequent appointment of Fabian Alarcon as interim 
president, the call for referendum for the formation of the Constituent Assembly, the 
elections for Assembly, and the Assembly who designed and approved the Constitution of 
1998. 
It addresses the crisis of political representation present in this decade and ad hoc 
institutional arrangements present by the State and of the Constituent Assembly. Just as the 
impact of citizen participation and social movements in the Constitutional reform, their 
contributions and limitations. 
 
Key words: POLITICS. CITIZEN PARTICIPATION. SOCIAL MOVEMENTS. 













El objetivo de esta tesis es realizar un análisis de la participación ciudadana dentro del 
proceso de configuración de la Asamblea Constituyente de 1997-1998. En este marco los 
ejes fundamentales de análisis serán: la participación ciudadana, la crisis política, y el juego 
de poderes dentro de la Asamblea Constituyente.  
 
Partiendo de la hipótesis que en el contexto en que se conformó la Asamblea Constituyente 
ha sido la erosión de la legitimidad de la representación política y el asentamiento de la 
crisis de económica, esta sin embargo, se redujo a la hegemonía de los partidos políticos y 
el reparto de poder que venían caracterizando al tradicional sistema de representación. Se 
puede observar tres procesos: uno es el proceso de la conformación de la Asamblea 
Constituyente,  dos de la apertura a las propuestas generadas por los movimientos sociales 
y tres la materialización del nuevo cuerpo institucional dentro del aparato estatal.   
 
El sistema democrático reconoce en cada individuo una persona moral y legal, portadora de 
derechos y responsable de como ejercita tales derechos y sus obligaciones correlativas. La 
crisis de sistema democrático no ocurre debido a una pérdida de la voluntad ciudadana de 
participación, más bien se da en un contexto de aumento de la misma. Sin embargo, cuando 
esta se materializa, son pocos los que señalan los beneficios que entrañan. Esto al parecer 
se vincula a la carencia de canales institucionales adecuados para esa participación. La 
presencia de los movimientos sociales en este proceso se enmarca en la emergencia de un 
fenómeno el de la antípolítica; en este surge el “valor” de la independencia frente a los 






La presenta tesis se ha dividido en cuatro capítulos: El Primero Capítulo contiene una 
perspectiva teórica de ciudadanía desde el origen del concepto y del desarrollo  dentro del 
paradigma de la modernidad; a más de los ejes de la participación ciudadana y sus distintos 
niveles.  
 
El Segundo Capítulo hace referencia a la crisis política, económica y social presente en la 
década de los noventa. Se realiza un recuento de lo que representó las políticas de corte 
neoliberal tanto en el aspecto económico a nivel nacional como sus repercusiones en el 
ámbito de la sociedad civil. A continuación se realiza una descripción de los hechos que 
caracterizaron el corto gobierno  del ex presidente Abdalá Bucaram, las múltiples 
movilizaciones sociales (indígenas, sindicales, mujeres, entre otros) que forjaron el 
derrocamiento de Bucaram generando la formación del  intinerazgo de Fabián Alarcón. 
Como parte final del capítulo se analiza los contenidos y las propuestas para la  Consulta 
Popular con el fin de ratificar la decisión del Congreso Nacional en la sustitución de 
Bucaram y la conformación del Gobierno Interino, para convocar a una Asamblea 
Nacional.  
 
El Tercer Capítulo caracteriza el escenario la conformación de la Asamblea Nacional 
Constituyente, la elección de los asambleístas  y las disputas de poder que dentro de la 
misma presente en los partidos tradicionales y los movimientos sociales que forjaron la 
necesidad de establecer la Asamblea Nacional frente a la erosión de la representación 
política y la crisis económica. A partir de la descripción señalada, es posible delinear en 
algunos párrafos una breve introducción al tema planteado en la tesis. 
 
La vida institucional en el Ecuador, estuvo caracterizada tanto en el siglo XIX como en el 
XX por una dinámica en la cual las asambleas constituyentes sucedían a los golpes de 





En búsqueda de mayor apertura e institucionalización en 1976  la Junta Militar nombró dos 
comisiones de juristas a quienes encomendó la elaboración de dos proyectos 
constitucionales, sometidos posteriormente a referéndum el 15 de agosto de 1978. Este 
texto tuvo modificaciones menores en sus casi 20 años de vigencia.  
 
La convocatoria a la Asamblea Constituyente de 1997, fue provocada por la crisis de 
credibilidad institucional y política en el mandato presidencial de Abdalá Bucaram, 
destituido por el Congreso en febrero de 1997. Invocando el art. 100 de la Constitución, el 
pleno de la Cámara resolvió en sesión extraordinaria declarar a Bucaram “cesante” en sus 
funciones por “incapacidad mental”; y la confusa solución de dicha crisis, culminó con el 
nombramiento de un presidente interino Fabián Alarcón, ante el desconocimiento de la 
sucesión presidencial de la vicepresidenta Rosalía Arteaga. 
 
Alarcón rectifica su mandato con una consulta popular (mayo 1997), que resolvió también 
la convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente, la cual fue una demanda de los 
sectores sociales movilizados encabezados por el movimiento indígena; las grandes 
aspiraciones de cambio llevaron a que importantes sectores pensaran que una nueva 
Constitución podría significar también un cambio de la situación del país.  
 
Existía cierta prisa por que la Asamblea cumpla su cometido debido a la proximidad de las 
elecciones presidenciales y legislativas señaladas para el 31 de mayo de 1998; la reforma 
constitucional que debía realizar la Asamblea estaría marcada o influenciada, de modo casi 





La Asamblea de 1997 introduce modificaciones en tres ejes de la estructura constitucional, 
el primero modifica el carácter de las relaciones del Estado con la economía, al reducir su 
intervención en el proceso económico y productivo, a cambio de fortalecer funciones de 
regulación y control; dos refuerza el presidencialismo como régimen político, al intentar, 
bajo una concepción reductiva de gobernabilidad, fortalecer al poder ejecutivo; tres, 
introduce importantes avances en la definición constitucional del sistema democrático, al 
legislar sobre el reconocimiento y ampliación de los derechos ciudadanos.  
 
Desde el artículo primero se destaca esta tercera reforma mencionada, cuando el Ecuador es 
definido como “un Estado social de derecho, soberano, unitario, independiente, 
democrático, pluricultural y multiétnico; sin embargo el carácter “plurinacional” fue 
rechazado por una amplia mayoría de la derecha. Adicionalmente, en artículos posteriores 
se adoptó la denominación “pueblos indígenas”, rechazándose la de “nacionalidades”, 
aunque se aceptó que los pueblos indígenas puedan autodefinirse como tales.  
 
La Asamblea Constituyente prefiguraba un modelo de democracia fuertemente inclusivo 
pero con escasas capacidades de legitimación decisional; si por un lado reconoce derechos 
emergentes y amplía los existentes apareciendo como una Constitución de derechos, no 
logra definir estructuras normativas que conduzcan a una efectiva concertación de éstos en 





El denominador común en estos procesos, es la ausencia de representación de los 
movilizados que fomentan esta clase de procesos,  que se soluciona mediante la creación 
específica de comisiones; la tarea del gobierno aparece como realización de programas 
generados en los complejos procesos de participación y representación democrática, sino 
como función de neutralización y exclusión; la sociedad asume en negativo la crisis de la 
política representativa; los actores políticos en su afán de no aislarse de los movimientos 
sociales, rectifican esa presunción y legislan asumiendo esa caracterización como 
adecuada; recortan por lo tanto el papel y la función del actor político “independiente” 








ACERCAMIENTO A LAS CONCEPTUALIZACIONES DE CIUDADANÍA Y DE 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA. 
 
Este capítulo apunta a plantear el debate en torno a la ciudadanía, el eje de las democracias 
modernas es el ciudadano, teniendo en cuenta que la manera más adecuada de analizar la 
calidad de la democracia es a través de las formas en las que el ciudadano se recrea en los 
espacios concretos y en sus posibilidades de ejercicio.  
 
La deslegitimación de los partidos políticos tradicionales, la baja participación electoral, la 
resistencia de los ciudadanos a ser participes de formas de la vida política crean ciertos 
indicios que pueden medir la calidad de la democracia. 
 
1.1 El Origen del Concepto de Ciudadanía. 
 
El concepto de ciudadanía, es un proceso de construcción social  y no una realidad objetiva 
y predeterminada. El concepto es dinámico, intersubjetivo y socio-histórico, por lo que es 
posible que sea interpretado de diferentes formas (Bárcena, 1997: 79). 
 
En la perspectiva de un análisis del concepto ciudadanía, podemos encontrar antecedentes 
en lo que Kant llamó «la revolución copernicana», y Bobbio «un vuelco de perspectiva», 
esto es, el «cambio en la relación de los gobernantes con los gobernados» como producto 






La historia del concepto de ciudadanía y de la política de las modernas sociedades 
occidentales, son coetáneas. La ciudadanía fue surgiendo progresivamente frente a los 
estamentos medievales, resurgiendo en la Europa Occidental del siglo XVIII en la etapa de 
conformación de los Estados-Nación y las democracias modernas (Bendix, 1964).  
 
El desarrollo del capitalismo y la revolución burguesa conducirán a la separación de la 
sociedad civil respecto del Estado. La modernidad hace referencia a la composición de la 
sociedad industrial caracterizada por tener como referentes valorativos a la nación, la clase, 
la comunidad y el partido, una sociedad que se edifica bajo la fortaleza estatal y nacional. 
 
La emergencia de la ciudadanía supuso revertir las relaciones de autoridad: desde aquellas 
que tradicionalmente atribuían privilegios a los gobernantes en desmedro de los 
gobernados, a otras en que los gobernados reivindican y desarrollan un conjunto de 
derechos y responsabilidades frente a los gobernantes. Estos cambios se condensan en la 
emergencia de una sociedad de los individuos, base real de la ciudadanía y de la 
democracia moderna.  
 
Thomas Marchall, recorre claramente el tránsito y evolución del significado de la 
ciudadanía en Europa, desde una lógica incluyente misma que contribuyó a minorar las 
tensiones originadas por el capitalismo desde el desarrollo de los derechos civiles en el 
siglo XVIII, pasando por los derechos políticos del siglo XIX y llegado a los derechos 
económicos y sociales en el XX (Marshall citado por Monsiváis, 2004). 
 
Para Marshall “los derechos civiles están compuestos por “los derechos necesarios para la 
libertad individual”.  Los derechos políticos se relacionan con el derecho a participar en el 
ejercicio del poder político, como miembros de un cuerpo investido de autoridad política o 





Los derechos sociales, finalmente, por su expansión y por la mayor flexibilidad en su 
diseño debido a los diferentes problemas que pueden confrontar, son definidos dentro de un 
rango que va “desde el derecho al bienestar y la seguridad económica hasta el derecho a 
compartir con el resto de la comunidad la herencia social y a vivir la vida como un ser 
civilizado de acuerdo con los estándares prevalecientes en la sociedad” (Marchall, 1992: 8; 
citado en Sojo 2002). 
 
Desde esta perspectiva es ciudadano “[…]aquel que en una comunidad política goza no 
sólo de derechos civiles “libertades individuales” -en los que insisten las tradiciones 
liberales-, no sólo de derechos políticos “participación política” -en los que insisten los 
republicanos-, sino también en derechos sociales (trabajo, educación, vivienda, salud, entre 
otros)” (Cortina, 1997). 
 
Es así que el surgimiento de la ciudadanía moderna se consagra con la constitución de los 
estados nacionales, el reconocimiento del sufragio universal y de los derechos civiles y 
políticos contemplados en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, que estableció el nuevo paradigma del ciudadano moderno como titular de 
poder y nuevo soberano, poseedor de derechos irrenunciables.  
 
El concepto de ciudadanía acabó incorporando por ello las características principales de la 
transformación política que experimentaron el Estado y sus relaciones con la sociedad, por 





1.1.2   Evolución del concepto de ciudadanía. 
 
Si realizamos una restrospectiva histórica, encontramos <<una serie de teorías>> que se 
concibieron inicialmente en la búsqueda de fundamentos para la emergencia de los 
gobernados (iusnaturalismo, kantismo, utilitarismo e historicismo), puesto que sólo una vez 
fundamentados los derechos de los gobernados podrían ser incorporados como tales en las 
constituciones, las leyes y las instituciones. 
 
La literatura sociológica ha reducido a menudo, ciertamente, esa dinámica a un 
determinado tipo de simplificaciones evolucionistas, convirtiendo ciudadanía en sinónimo 
de modernización, democratización y términos similares, sin embargo el lenguaje jurídico 
de los derechos no puede explicar por sí solo el proceso dinámico a través del cual van 
modificándose esos derechos y el propio pacto social. 
 
Los teóricos de lo jurídico tienden a oponer a la vaguedad de la literatura sociológica sobre 
modernización y democratización una definición rígida de ciudadanía en su sentido original 
de pertenencia a la comunidad política (De la Torre, 1995), como si no se hubiesen 
producido cambios significativos en esa comunidad (y en la pertenencia a ella, como 
consecuencia).  
 
Para Giovanna Procacci (1999) tal vez sería mejor abordar la ciudadanía desde el punto de 
vista del gobierno: el Arte de Gobernar que Foucault describió a través del análisis de la 
biopolítica (Foucault, 1979). La ciudadanía puede describirse como una estrategia para 
gobernar procesos de cambio social que afectan a las relaciones políticas, una estrategia, en 





Estos nos obligan a analizar qué condiciones hicieron posible esa estrategia, que serie de 
problemas hubo que afrontar, que efectos se esperaba que produjese. Burchell sostiene que 
considerar la ciudadanía una creación social puede ayudar a evitar las oposiciones que 
caracterizan el debate de la ciudadanía (entre activa y pasiva, público y privada, burgués y 
ciudadano, comunidad y mercado) ninguna de las cuales podría aportar, en su opinión el 
rasgo clave de la ciudadanía “como un producto de la autodisciplina y de la disciplina 
social”.1
1.1.3 Limitaciones que se desprenden del concepto de ciudadanía. 
 
 
La ciudadanía es una consecuencia de esa característica decisiva de las prácticas de 
gobierno en nuestras sociedades, que es gobernar a través de una combinación de omnes et 
singulatim (Foucault, 1981). Resulta así claro que la ciudadanía es siempre política; su 
naturaleza política no se halla limitada a un escalón determinado, cuando están en juego 
derechos políticos; ni reside exclusivamente en su codificación jurídica. La ciudadanía es 
política más bien porque responde a una estrategia de crear ciudadanos por medio de un 
conjunto de prácticas y conocimientos que moviliza la gobernabilidad.  
 
 
Aludiendo a Bobbio, el problema no radica en la necesidad de fundamentar los derechos, 
puesto que éstos han sido demandados por casi todas las sociedades y aceptados por los 
Estados. En nuestros días el problema radicaría en cómo introducir las garantías para que 
estos derechos se traduzcan efectivamente en prácticas ciudadanas. Un derecho existe en la 
medida en que el Estado lo garantiza. 
                                                 
1 Burchell, D. (1995), «The attributes of citizens: virtues, manners and the activity of citizenship», Economy 





De acuerdo a los cientistas políticos de la ciudadanía, una conceptualización teórica puede 
tener una doble problemática. Por un lado, es potencialmente ilimitado, ya que cualquier 
problema filosófico-político implica relaciones entre ciudadanos y Estado; y, por otro, la 
constante confusión y discusión conceptual entre ciudadanía como condición legal2
Actualmente el tema tiene, al menos, dos facetas: por un lado, el reconocimiento como 
ciudadanos de un conjunto de deberes y derechos de cada uno de los individuos de una 
sociedad. Por el otro, una serie de dificultades de orden cultural, legislativo e institucional 
con que tales deberes, pero sobre todo tales derechos, pueden ser exigidos. Esta situación es 
lo que se ha llamado la distinción entre una ciudadanía imaginaria y una real. 
 y la 
ciudadanía como actividad deseable, según la cual la extensión y calidad del ser ciudadano 






Para Steven Lukes y Soledad García (1999) la ciudadanía es una conjunción de tres 
elementos constitutivos: 1) la posesión de ciertos derechos, así como la obligación de 
cumplir ciertos deberes en una sociedad específica; 2) pertenencia a una comunidad política 
determinada (normalmente el Estado), que se ha vinculado en general a la nacionalidad; y 
3) la oportunidad de contribuir a la vida pública de esa comunidad a través de la 
participación. 
 
El problema es más complejo aún si consideramos que esas dificultades prácticas para el 
ejercicio de una ciudadanía real tienen también antesala en un asunto teórico, pues para el 
concepto de ciudadanía existen diferentes corrientes de pensamiento que ponen énfasis 
igualmente diferentes.  
                                                 
2 Se entiende por ciudadanía legal a la plena pertenencia a una comunidad política en particular en la cual se 
ejerzan los derechos y deberes establecidos en la Constitución Política. 
3 Al respecto véase, Sinesio López, Seminario sobre Ciudadanía, Universidad Católica del Ecuador, Quito, 




La ciudadanía ha sido tratada desde la perspectiva del ejercicio de la actividad política por 
parte de los individuos, pero solamente de manera marginal ha sido observada desde su 
dimensión de reconocimiento de derechos y de mecanismos básicos de materialización de 
las condiciones de igualdad y libertades. Además, colocar a la ciudadanía política en 
relación de dependencia con respecto a la igualdad económica y social significaría 
simplemente cerrar cualquier posibilidad de que ella pueda materializarse en las 
condiciones concretas de sociedades como la ecuatoriana. 
 
Una de las consecuencias de esta propuesta es la sustitución de la ciudadanía civil por la 
acción política de los sujetos sociales, ya que buscan enfrentar las diferencias económicas y 
sociales por medio de la participación directa y permanente de los individuos en los asuntos 
públicos. 
 
De este modo, aparentemente se coloca a la ciudadanía política como el eje de la condición 
ciudadana en general y, por tanto, de la democracia, pero ello no pasa de ser una apariencia 
en tanto niega el elemento significante de esta ciudadanía, esto es, el nivel normativo 
institucional. Así como la ciudadanía civil no puede materializarse sin las instituciones 
propias del Estado de derecho, tampoco la ciudadanía política puede lograrlo sin la 
institucionalidad y sin la normatividad correspondientes.  
 
Analíticamente, es necesario volver a aquella diferenciación y a la vez relación entre 
democracia y Estado de derecho, en especial en cuanto la democracia “distribuye” el poder, 
mientras que el Estado de derecho lo “limita”. Las dos dimensiones tiene estrecha relación 
con ciudadanía, especialmente en la distinción que se puede hacer entre sus 
manifestaciones: política, por un lado, civil y social por otro.  
 
En estricto sentido, el estado de derecho da significación a la ciudadanía civil, mediante la 
preservación de los derechos básicos de los individuos, lo que significa necesariamente 




Por su parte, la democracia lo hace con la ciudadanía política y, en su versión 
contemporánea, con la ciudadanía social, mediante la asignación de mecanismos de 
participación y de representación en la constitución del poder Pachano, 2003 (íbid), p. 51. 
 
Al negar la condición ciudadanía desde la perspectiva estrictamente social de la 
democracia, se desconoce de hecho esta diferenciación y se incluye en un solo concepto de 
ciudadanía las tres condiciones señaladas. Pero, al contrario de lo que se podría esperar de 
un planteamiento basado en lo social, aquellas formulaciones no apuntan a la revalorización 
de la ciudadanía civil, sino que conduce más bien al predominio de lo político en tanto 
única – o principal- condición ciudadana.  
 
La hipertrofia de lo político en especial por la concepción de participación como elemento 
determinante de la ciudadanía, lleva a la minimización de la ciudadanía civil, esto es, de la 
vigencia de los derechos básicos y de su carácter inalienable.  
 
Una crisis de la ciudadanía en donde ya no se corresponde el poder económico al poder 
político, la ciudad se refunda como espacio de la actividad económica y se evidencia una 
desvinculación del individuo con las prácticas ciudadanas democráticas. Se materializa una 
indiferencia por la actividad política en la ciudad de parte del individuo. 
 
1.2 La Participación Ciudadana  
 
A partir de la definición de la ciudadanía se puede formular el concepto de participación 
ciudadana, siendo esta una especie de relación difusa entre Estado y sociedad civil, acción 
de esta última sobre el Estado que cuenta de antemano con una valoración positiva en 





Con ello se cumple determinados valores sociales, sean estos de carácter genérico, como la 
libertad y la igualdad, o sean ellos más delimitados temporalmente, como la democracia y 
el mercado (Baño, 1998). La reforma del Estado, así como la emergencia de la sociedad 
civil y la ciudadanía han provocado corrientes favorables para la participación. 
 
Retomando formulaciones de Ortiz,4
Para Coraggio
 la participación es una relación de poder y, por tanto, 
una relación política, a través de la cual una pluralidad de actores, individuos y grupos 
sociales, se encuentran y confrontan, ejerciendo su capacidad de decisión para orientar los 
recursos en función de la solución de sus aspiraciones.  
 
5
                                                 
4 Ver: Santiago Ortiz, Participación Ciudadana: Análisis y Propuestas para la Reforma del Estado, ACJE, 
Enero 1998, p. 36. 
5 Ver: José, Coraggio: Participación popular y vida cotidiana (1989); en: J. L. Coraggio: Ciudades sin rumbo, 
SIAP-CIUDAD, Quito, 1991, pp. 215-237. 
 “cuando hablamos de participación popular, queremos referirnos a la 
participación de esos sectores populares en la vida humana completa, en la vida social 
percibida como una vida en comunidad, como una vida donde haya un sentimiento de 
comunidad, donde se compartan valores humanos superiores. Es decir que vamos a tocar el 
tema desde la perspectiva de una utopía, porque esto no es una realidad que se puede 
visibilizar  a nivel global”. Y, más adelante, agrega: “el problema de la participación no es 
el de la falta de participación, sino el de la calidad de la participación de los sectores 
populares”. 
 
A partir de este punto, Coraggio nos habla de tres niveles de participación: el primero 
“tiene que ver fundamentalmente con la reproducción inmediata de los aspectos más 
elementales de la vida de estos sectores su inserción en la producción, en la distribución y 





El segundo nivel sería, básicamente, “una extensión del primero”, pero mediado por la 
existencia de una “organización colectiva”, generalmente de carácter particular o 
corporativa; “se trata de mecanismos colectivos de reproducción de los seres particulares”. 
 
El tercero, “es el nivel de la sociedad”, donde “se da la reproducción y eventualmente la 
transformación de la sociedad y del Estado”: es el mundo de la política, el de la acción de 
los “movimientos sociales fundamentales”. 
 
En todos ellos hay lucha, “fuerzas en pugna”, “disputa de sentidos”. Coraggio distingue tres 
sentidos en pugna: uno, que reduce la participación a una “función de la reproducción” y 
que, por lo tanto, la encasilla en acciones particulares de seres particulares. Otro, que busca, 
a través de la participación, “legitimar o deslegitimar a los gobiernos concretos 
coyunturales, al sistema político o al Estado mismo”, en general, como participaciones 
pasivas en el tercer nivel. El tercer sentido en disputa “tiene que ver con la posibilidad de 
pugnar por un ejercicio autónomo de la soberanía popular”: son participaciones activas en 
el tercer nivel. 
 
Para Bobbio, entre democracia directa y representativa no hay dos cuerpos diferentes, dos 
sistemas alternativos, sino un continuum, por lo que un sistema de democracia integral 
puede abarcar a las dos, pues son compatibles entre sí (2001:62). En la misma línea del 
autor, más que un paso de la democracia representativa a la participación directa lo que se 
está produciendo es una ampliación de la democracia a la sociedad civil, lo que él llama 
“democracia social”; lo que implicaría un paso de la democratización del Estado a la 
democratización de la sociedad. La participación de nuevos actores, en la apertura de 






La participación directa, presenta una traslación desde el concepto instrumental o 
tecnocrático de participación hacia un concepto político que bordea los parámetros de un 
tipo de democracia directa, la cual serían los mismos actores sociales que definen los 
procesos decisionales. La participación ya no aparece como expediente instrumental de las 
políticas de ajuste, sino como espacio de maduración de una democracia directa o 
participativa que busca incidir o condicionar los mismos procesos de gestión política.  
La participación representativa, es una configuración de lo que ha implicado la 
modernización de las sociedades. Aunque la democracia representativa tenga un buen 
funcionamiento existiría una insuficiencia en referirla exclusivamente a la participación 
institucional. Esto significaría una sobrevaloración del poder establecido y limitaría 
también el control social sobre el poder público.  
 
Es ahí que cobra fuerza que lo público no se agota en lo estatal y que hay que fortalecer a la 
sociedad civil (lugar de libertad) frente al Estado (lugar de dominación). Es en este sentido 
que la participación ciudadana encuentra dificultades como para ser considerada una forma 
de ampliación de la democracia representativa. Bajo esta premisa, la representación política 
deja de ser el espacio privilegiado de intermediación entre Estado y sociedad, en su lugar 
emergen procesos participativos que compiten y sustituyen a la intermediación político-
representativa.  
 
Los mecanismos formales de representación son espacios para la deliberación controlada de 
las selecciones y preferencias de la sociedad, permiten pasar a formas de racionalización y 
de elaboración de agendas estratégicas de reducción de complejidad (Echeverría, 2011). Si 
puntualizamos este recorrido teórico a partir  de los años 90 en el país,  se modifica el 
escenario de los enfrentamientos políticos, se asiste a un proceso de más agudo 
desentendimiento de la sociedad y de sus actores, respecto de los partidos políticos y en 
general del sistema de representación. Un cambio de escenario en el que se aprecia la 
emergencia de nuevos actores sociales, con una clara vocación de participación política y 
con demandas de inclusión que no pueden ser canalizadas por un sistema institucional 





Estos actores son portadores de nuevas posiciones, se fortalecen en torno al valor de la 
participación ciudadana que rebasa los límites estrechos de un sistema de representación 
que parece agotarse en una concepción excesivamente formalista de institucionalidad, y que 








DÉCADA DE LOS 90: LA CRISIS ECONOMICO-POLÍTICA Y LA 
EMERGENCIA DE LA MOVILIZACIÓN CIUDADANA. 
 
En la década de los, en especialmente su segunda mitad, se caracterizó por una 
inestabilidad política que le significó para el Ecuador. La inestabilidad debilitó aún más la 
capacidad para procesar y tramitar las demandas de la sociedad, la crisis política se 
expresaba principalmente en las dificultades de los distintos actores políticos y sociales 
para alcanzar acuerdos mínimos que lograran estabilizar la economía y enfrentar las 
reformas necesarias para iniciar un nuevo modelo de desarrollo.  
 
Si bien en los años ochenta también estuvieron marcados por procesos importantes como el 
retorno a la democracia, nuevos comportamientos electorales, el nacimiento de 
movimientos sociales y expresiones de participación de los sectores subalternos, marcarían 
la política institucional y social que posteriormente se vio reflejada en los procesos que 
analizaremos en este capítulo.  
 
Para Echeverría, la crisis desatada a inicios de la década anterior se evidenció con mayor 
peso en la segunda mitad de la década de los 90, puesto que confluyeron una serie de 
elementos: por un lado  la trama social y productiva,  y por otro una crisis de representación 
y de gobernabilidad que evidenció la incapacidad institucional para procesar las presiones 
sociales sobre el sistema político (2006: 94). En esta década se constatan continuas 
elevaciones de precios, inflación acelerada, privatizaciones y despidos masivos, que fueron 






El empobrecimiento de grandes sectores de la población y el enriquecimiento de pocos han 
sido el resultado de un proceso marcado internamente por la corrupción y en el marco 
internacional por la vigencia de modelos económicos de ajuste y la profundización entre la 
brecha de los países ricos del primer mundo y los cada vez más pobres del tercer mundo.  
 
Este replanteamiento de las políticas económicas, que implican una mayor integración a los 
mercados mundiales en condiciones de liberación, desregularización, privatización y 
desreglamentación, se profundiza y adquiere mayor coherencia desde inicios de la década 
de los noventa a partir del denominado “Consenso de Washington”. Estas políticas 
económicas consolidaron aún más la dependencia de organismos multilaterales, al requerir 
constantemente de financiamientos para los presupuestos nacionales, y al dirigir  los 
ingresos estatales al pago de la deuda externa, dejando de lado la inversión en el sector 
social. 
 
2.1 Algunas premisas del neoliberalismo. 
 
Las políticas de desarrollo de América Latina desde la Segunda Guerra Mundial han estado 
inspiradas en dos fuentes teóricas principales: el desarrollismo poskeynesiano y el 
monetarismo neoliberal.6
                                                 
6 El desarrollismo poskeynesiano le otorga mayor importancia a asuntos internos, al desarrollo de las fuerzas 
productivas materiales de la industria, de la agricultura, de la infraestructura, de los recursos sociales básicos, 
de capital y humanos.  El monetarismo neoliberal –con su énfasis en la liberación de los mercados del dinero, 
de los bienes, de los servicios y laborales, con su apertura externa con respecto al comercio y las finanzas y el 
desarrollo de los sistemas financieros internos privados y la preferencia que le otorga a los agentes 
económicos privados y del mercado sobre el Estado y la planificación.  
 Estos modelos respondieron a las experiencias históricas y las 
estructuras económico-políticas de cada país, la tendencia general hacia una transición de 
estrategias de desarrollo que eran más proyeccionistas y controladas por el Estado hacia 
otras más abiertas a las fuerzas internacionales y a los negocios privados, sin duda estuvo 





Este proceso marca en casi todos los países latinoamericanos la paulatina y profunda 
transformación económica a partir de la imposición de las políticas de ajuste, monitoreados 
y diseñados por el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM), 
mismos que incluían una política de precios, desregularización de la economía, 
privatización de las empresas públicas.  
 
Los años ochenta y noventa vieron florecer las políticas neoliberales que dejaron atrás las 
visiones estructuralistas y neoestructuralistas; la industrialización por sustitución de 
importaciones (ISI) y las políticas estatistas de las décadas anteriores fueron remplazadas 
por los mercados libres y las economías abiertas.  
 
El neoliberalismo ha definido las relaciones entre Estado, la sociedad y el individuo, para lo 
cual ha utilizado dos estrategias centrales: la mercantilización de las relaciones económicas 
internacionales y, el fortalecimiento de las tendencias globales en la economía. El propósito 
explícito de su discurso, ha sido la desregularización de las economías con la convicción de 
que el libre mercado conducirá a la modernización. En ese sentido, el neoliberalismo no es 
una simple ni una artificial construcción ideológica, si no en lo fundamental el discurso que 
acompaña la realidad de la transición de fase de acumulación del capital a otra. 
 
Los esquemas intervencionistas y proyeccionistas estatales, fueron desmontados o 
severamente reducidos, transfiriéndose activos y capacidades de decisión a los actores del 
mercado; se eliminaron los controles gubernamentales sobre la inversión, la fijación de 
precios, el crédito, las transacciones comerciales y financieras internas e internacionales, y 
se contrajo el gasto social (Stiglitz, 2003). En caso de conflicto el Estado neoliberal típico 
tiende a optar por mantener un clima de negocios favorables, en detrimento sea de los 
derechos colectivos de trabajo y la calidad de vida de las clases trabajadoras o de la 





Recordemos que al igual que la mayoría de países de América Latina, los procesos de 
ajuste económico se realizaron en condiciones de retorno a la institucionalidad democrática. 
El período que va desde fines de los años 70´s a mediados de los 80´s, marcan en casi todos 
los países de la región, de una parte, la paulatina y profunda transformación económica a 
partir de la imposición de las políticas de ajuste, monitoreadas y diseñadas por el FMI y el 
BM, y, de otra parte, el fin de las dictaduras y la consolidación de regímenes democráticos. 
 
El primer programa de ajustes y estabilización, diseñado en mayo de 1982 bajo 
responsabilidad exclusiva del gobierno nacional y sin ninguna participación, directa o 
indirecta, del Fondo Monetario Internacional, fue seguido por una segunda etapa de 
reprogramación del ajuste realizada en octubre de 1982, luego del colapso financiero de 
México, que aceleró el proceso e incorporó como nuevo objetivo la solución del problema 
de la deuda externa, originalmente centrado en su refinanciamiento y obtención de nuevas 
líneas de crédito externas vinculadas con las exportaciones petroleras. En los años ochenta 
cuando la crisis de la deuda era un hecho –cambios sustanciales para el mercado petrolero, 
fomentado por las entidades multilaterales tanto para los países importadores como para los 
exportadores de petróleo, conducían necesariamente a continuar con el proceso de 
endeudamiento (Acosta, 2006: 150).  
 
Las recomendaciones de política del BM han puesto énfasis en la reforma institucional y en 
un papel más activo del Estado en la promoción de las transformaciones económicas 
orientadas hacia el mercado. La atención prestada a estos temas contrasta con la trayectoria 
previa del organismo, preocupada sobre todo por la gestión de los grandes agregados 
macroeconómicos. La nueva temática es presentada como respondiendo a la convivencia de 
ir más allá del “Consenso de Washington”, que influyó decisivamente en las reformas 





La reestructuración económica respondió a una variedad de factores, de incidencia desigual 
en cada país y en distintos momentos; en conjunto, pusieron de relieve el agotamiento del 
Estado proveedor de bienes y servicios que, con variantes populistas o desarrollistas, existía 
en la mayor parte de los países de la región. Ese Estado había otorgado expresión 
institucional a una particular correlación de fuerzas tanto entre grupos y clases dentro de 
cada país como entre éstos y los actores externos que progresivamente fueron de  fuerte 
gravitación  interna. La crisis que se detonó en la década de los 80´s afectó a una modalidad 
dada de organización de la vida económica y de relación entre el Estado y el mercado, pero 
también al sistema de poder articulado a ella. 
 
La intervención estatal fue considerada responsable principal del descalabro. Las teorías 
que toman como punto de partida el carácter por definición rentista del Estado tuvieron 
notable acogida, en contraste con su relativa marginalidad durante el medio siglo anterior. 
Sin embargo, el redescubrimiento de las ventajas del mercado y de las perversidades del 
Estado no obedeció inicialmente tanto a una reconversión teórica como a la evidencia de la 
bancarrota fiscal; la reorientación fue encarada por necesidad mucho más que por opción 
doctrinaria. 
 
Los esquemas intervencionistas y proteccionistas fueron desmontados o severamente 
reducidos, transfiriéndose activos y capacidades de decisión a los actores del mercado; se 
eliminaron los controles gubernamentales sobre la inversión, la fijación de precios, el 
crédito, las transacciones comerciales y financieras internas e internacionales, y se contrajo 
el gasto social. La consiguiente reasignación de recursos implicó cambios profundos en las 
relaciones de poder en la sociedad, que habrían de alcanzar expresión y refuerzo en la red 







Estos cambios estimularon una mayor concentración de los ingresos, agravaron la desigual 
distribución de la carga del endeudamiento externo y de los costos y beneficios del ajuste. 
Más aún, provocaron una modificación radical de las grandes metas sociales que, con 
desigual compromiso y eficacia, habían definido hasta entonces el horizonte de la gestión 
pública. El discurso conservador, que explicó la bancarrota fiscal por los excesos 
distributivos del Estado, alcanzó una notable aceptación y sirvió para justificar los cambios 
impulsados desde el propio Estado. Los derechos y la organización laboral, cuestionados en 
el pasado en nombre de la defensa del mundo libre y de su confrontación a las variantes 
autóctonas del populismo o el comunismo, pasaron a ser estigmatizadas en nombre de la 
eficacia económica y de libre mercado.  
 
2.1.1 Las políticas neoliberales en el Ecuador. 
 
En la década de los 80 se inicia el cambio instrumental de la morfología del Estado 
ecuatoriano, influido por la tendencia mundial de asumir al neoliberalismo como nuevo 
paradigma de desarrollo estatal. Esto generó la confluencia de procesos conflictivos (crisis 
económica, crisis política estatal y crisis de la organización de la protesta popular).  
  
La política neoliberal se consolidará como la única alternativa para la superación de la 
crisis del modelo de sustitución de importación (ISI). En adelante los gobiernos nacionales 
desarrollarán una serie de reglamentos y leyes que permitirán la liberalización del mercado, 
tanto de bienes como de fuerza de trabajo. Este declive del modelo desarrollista repercutió 
en la estructura de producción industrial que a su vez redujo los índices de empleo. La 
reducción de fuentes de trabajo generó lo que algunos autores denominan como “trabajo 
complementario” que se localiza fundamentalmente en el sector informal, complejizando la 
composición laboral; así actualmente se habla de asalariados en el sentido estricto, 





La heterogeneidad y complejidad que caracteriza hoy a la estructura productiva (y en el 
caso de Ecuador, con un peso importante la composición laboral en torno a las empresas de 
servicios, que se ha desarrollo fuertemente debido a un proceso de estancamiento 
industrial), complejiza de igual forma a la organización de trabajadores; esto debido a que 
se limita la posibilidad de mirar al trabajador como un solo cuerpo por lo que las 
reivindicaciones sociales, políticas y económicas se tornan aparentemente diferentes. 
Aparentemente en la medida en que la reproducción del capital se sostiene a partir de esta 
fragmentación social que imposibilita mirar a los otros como sujetos de explotación.  
 
Este nuevo ordenamiento del mercado laboral genera en los trabajadores un “status 
incierto” a la vez que modifica las reglas de prestación laboral y la jornada de trabajo.7
El pago de intereses de la deuda externa pública y privada expresado en recursos físicos 
mantuvo una tendencia al aumento desde 1980, llegando a su punto más alto en 1986. En 
1980, se destinaron 1.8 millones de toneladas de materia prima al pago de los intereses 
efectivos de la deuda (Falconí, 2001: 182).  
 Si 
bien las reformas al Código de trabajo se expiden en el período de gobierno de Rodrigo 
Borja, es desde finales de la década de los 80, cuando se inicia con las propuestas de 
flexibilización del mercado laboral.  
 
Para la década de los 80’s la recomposición mundial del capital fijaba a las economías en 
desarrollo como puntos clave para la implementación de un marco institucional que 
permitiera la expansión de mercados transnacionales con el fin de liberalizar los procesos 
productivos y dejar que sea el mercado el terreno donde estos se reproduzcan, este proceso 
de transnacionalización responde a la aplicación de un modelo neoliberal que debe ser 
entendido no solo como un modelo económico sino como un ordenamiento político del 
sistema. 
 
                                                 






El abandono de un proyecto de fortalecimiento estatal por la apertura a una política de 
liberalización de la economía nacional representó para estados débiles, como el 
ecuatoriano, un doble quiebre; por un lado, la ruptura con cualquier posibilidad de 
desarrollo “hacia adentro”, lo que finalmente fortalece los lazos de supeditación al capital 
transnacional y por otro lado la recomposición de fuerzas oligárquicas que polarizan aun 
más la concentración de riqueza en el país, fragmentando cualquier proyecto de articulación 
nacional. 
 
La dependencia del sector productivo al capital transnacional fortaleció los lazos 
especulativos de un capital financiero inorgánico concentrado en sectores privados 
tradicionales que se vieron beneficiados por el amparo estatal, de tal manera que su 
reagrupación  se da en torno a una aparente recuperación del espacio comercial; de ahí que, 
por ejemplo, uno de los discursos generados por varios grupos empresariales de la Costa 
(uno de los primeros sectores en monopolizarse) con el apoyo del gobierno de Febres 
Cordero, en los años 80’s, fuera la caducidad de las políticas estatales so pretexto de 
cumplir con el reto de la competitividad que el mercado exige para la producción, luego de 
haber sido financiados y subsidiados por ese mismo estado; discurso que se extendió al 
resto de sectores empresariales en recomposición. Así el Estado va reduciendo los controles 
sobre el sector empresarial (sector que en el Ecuador está vinculado a la oligarquía 
terrateniente y agroexportadora) por lo que se genera un proceso de acumulación acelerada 
de capitales monopólicos.  
 
El surgimiento de este sector empresarial evidencia claramente la imposibilidad de 
constitución, en el periodo desarrollista, de una burguesía industrial que permita la 
consolidación de un proyecto nacional. De esta forma se consolida como grupo 
hegemónico el sector financiero-especulativo, a partir del capital comercial y los ingresos 





Esta actividad reconecta a las ganancias nacionales con el sistema financiero transnacional 
designando a la economía nacional la función de exportadora de bienes primarios y de flujo 
de capitales. Desde 1984 el sector empresarial y financiero en el Ecuador ha consolidado 
una red impenetrable de “autoregulación” producida por el debilitamiento continuo de la 
moneda nacional con las constantes devaluaciones iniciadas con Hurtado y con la 
liberalización del cambio monetario con Febres Cordero, políticas que favorecieron a la 
acumulación de capital de este sector.   
 
El gobierno de Sixto Durán Ballén, comenzó a implementar cambios profundos en las 
políticas estatales en clave neoliberal. En este período se crea el Consejo Nacional de 
Modernización (CONAM) como principal institución ejecutora de estas políticas. El 
proyecto de modernización apunta a la privatización de empresas estatales, entre ellas 
estuvieron: INECEL y EMETEL.  La privatización de las empresas públicas y el proceso 
de desregularización impulsaron la asociación entre los mayores grupos económicos locales 
y el capital extranjero a través de consorcios formados para hacerse cargo de las empresas 
públicas privatizadas, se modificó así la tradicional disociación entre el capital extranjero y 
el capital local. 
 
El sector energético no fue la excepción en las políticas implementadas por el gobierno de 
Durán, en noviembre de 1992 se aprobó la Ley 18 de Presupuestos del Sector Público, que 
le quitó a Petroecuador el manejo de su presupuesto, “permitiendo al Ministerio de 
Finanzas apropiarse de todos los ingresos del petróleo […] Esta situación convirtió a la 
principal y más grande empresa del país en un mendigo más de partidas presupuestarias del 
Ministerio de Finanzas, impidieldo el manejo oportuno de sus compromisos económicos y 
financieros, dando inicio a un paulatino proceso de descapitalización y de iliquidez” 






Así se promueven políticas y se toman medidas tendientes a la reducción del gasto fiscal 
(que contribuyeron al deterioro de los sistemas públicos de educación y salud), la reducción 
de subsidios a los combustibles, la privatización de algunas empresas públicas y el retiro 
del Estado como promotor directo de los procesos de desarrollo rural; es así que en el agro 
las políticas se orientaron a favorecer al sector de la agroexportación, promoviendo una 
integración más dinámica del sector agrícola en el mercado internacional, en detrimento de 
la producción para el mercado interno (Larrea, 2010: 16).  
 
A más de lo señalado en esta década,  se impulsaron reformas tendientes a la flexibilización 
laboral. Estas reformas limitaron algunos derechos de los trabajadores relacionados con la 
organización sindical, la estabilidad en las relaciones laborales y la contratación colectiva 
en el caso de los servidores públicos. Así mismo, establecieron facilidades la contratación a 
tiempo parcial y por horas y la tercerización laboral (prestación de servicios de 
intermediación laboral).  
 
 
Uno de los elementos importantes de resaltar en este punto, es que para 1991, el sector 
sindical había sufrido un fuerte debilitamiento en sus estructuras, por lo que no existió una 
mayor oposición a las reformas realizadas; por el contrario el anti-sindicalismo generado 
desde las estructuras de poder, fraguo a nivel social cierta permeabilidad para estas 
modificaciones.  La aplicación de estas políticas implicaban: el establecimiento de la 
industria maquiladora, la contratación a tiempo parcial y la asignación de la función 
ejecutiva como único regulador de las políticas económicas. 
 
Todas estas reformas replantearon el rol del Estado y supusieron modificaciones 
significativas en el marco jurídico nacional. Este proceso al mismo tiempo no fue lineal y 
generó fuertes resistencias y dinámicas de movilización popular, en las cuales el 




A ello se agregan las propias dificultades de las clases dominantes para construir y ejercer 
su hegemonía bajo el discurso neoliberal, que se expresaron agudamente durante las crisis 
políticas que llevaron a la caída del gobierno de Bucaram en 1997.  
 
2.2 ¿Síntoma de crisis política o  reactivación de la sociedad civil? 
 
En la década de los noventa, se modifica el escenario de los enfrentamientos políticos, se 
asiste a un proceso más agudo de desentendimiento de la sociedad y de sus actores, 
respecto a los partidos políticos y en generar del sistema de representación. Un cambio de 
escenario en él se aprecia la emergencia de nuevos actores sociales, con una clara vocación 
de participación política y con demandas de inclusión que no puede ser canalizado por un 
sistema institucional excesivamente cerrado. 
 
Estos actores son portadores de posiciones, se fortalecen entorno al valor de la participación 
ciudadana que rebasa los límites estrechos de un sistema de representación que parece 
agotarse en una concepción excesivamente formalista de institucionalidad. Como lo señala 
Serra, “los movimientos sociales constituyen, el mundo contemporáneo, una fuerza clave 
del cambio social y unas instancias aglutinadoras de participación ciudadana. (…) 
Paralelamente a la reducción del rol estatal conforme el credo neoliberal predominante en 
el mundo globalizado y a la inoperancia de los partidos políticos como intermediarios de 
las demandas ciudadanas, se ha dinamizado la sociedad civil en la promoción de sus 
derechos y sus intereses a través de nuevos sujetos, tales como los movimientos y 
organizaciones sociales” (Serra, 2003:2). 
 
Echeverría (2006) menciona que “en la década de los 80 se asiste al desgaste del sistema 
de representaciones que aparece como caída de confianza generalizada hacia la clase 
política, para los años 90 presenciamos el protagonismo social: una diversidad de nuevas 




representación política. En primer lugar, el movimiento sindical, el cuál constituyó en 
contraparte central de los procesos de ajuste estructural que se desataron durante los años 
80. Las tradicionales fuerzas organizadas en torno a la CTE (Confederación de 
Trabajadores del Ecuador) y sus filiales, así como CEOLS y a otras organizaciones 
clasistas” (Echeverría, 2006: 42).  
 
En lo que respecta a los años 90 los movimientos sociales que surgen como respuesta a la 
crisis de representación, institucional y económica es por un lado el movimiento indígena –
con su particularidad -que explicaremos en los párrafos siguientes- liderada por la 
Confederación de Nacionalidad Indígenas del Ecuador (CONAIE), el movimiento de 
trabajadores petroleros agrupados en Federación Nacional de Trabajadores de la Empresa 
Estatal Petróleos del Ecuador (Fetrapec)8
La Coordinadora de Movimientos Sociales (CMS),
 protagonizó varios momentos de protesta, la más 
representativa fue la huelga de hambre contra la privatización de sectores estratégicos para 
el Estado; desde 1992 empezaron a predominar los conflictos laborales en el sector público, 
donde se atrincheraron las organizaciones sindicales más poderosas y las empresas más 
grandes del país (la empresa petrolera, las eléctricas y el seguro social) (Ospina, 2008:69). 
9
                                                 
8 La Fetrapec nació en 1990 como correlato al proceso de reorganización corporativa de la empresa estatal. 
Sin embargo, durante sus primeros seis años de existencia, continuó –como lo había hecho Fetracepe- siendo 
una Federación que aglutinaba a un archipiélago de pequeños sindicatos de las diferentes filiales de 
Petroecuador, agrupados a su vez en asociaciones sindicales.  
9 Si bien es cierto que la Coordinadora nació como tal en el año de 1995 para enfrentar la Consulta Popular 
convocada por el régimen de Sixto Durán Ballén con el objetivo de legitimar la privatización de la de la 
Seguridad Social y la flexibilización laboral. Sin embargo no se pueden obviar algunos antecedentes de su 
constitución. En primer lugar, destaca el levantamiento indígena de 1990, al cual se sumaron grupos urbanos-
populares, liderados por organizaciones barriales  y comunidades eclesiales de base, organizados en la  
Coordinadora Popular.  Un segundo momento fue la creación de la  Coordinadora por la Defensa de la Vida y 
la Soberanía durante 1992-1993. Un tercer antecedente lo ubicamos en 1993, cuando un conjunto de 
organizaciones sociales impulsó la “Campaña por una propuesta alternativa” que desembocó en la 
conformación del Foro Democrático, espacio de discusión que presentó un proyecto de reforma integral de la 
Constitución (Al Ibrahim, Ruiz, Suárez: 2009, mimeo).  
 representó un tipo de institucionalidad 
que coordinaba diferentes sujetos políticos de composición social muy heterogénea. Así, en 
la CMS convivieron organizaciones campesinas, comerciantes minoristas, organizaciones 




Humanos, ambientalistas y el movimiento de mujeres agrupado en la Coordinadora Política 
de Mujeres.10
2.3 Emergencia del Movimiento Indígena. 
 La CMS se afirmaba en un claro planteamiento antineoliberal, 




La Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), hace su aparición a 
nivel nacional en el levantamiento del Inty Raimy en 1990,  conjuntamente con la 
Coordinadora de Conflictos Agrarios mismo que movilizó a dos millones de indígenas, 
provocando varias transformaciones en el país en diferentes niveles, por primera vez en la 




Este levantamiento tuvo su génesis en la Quinta Asamblea Nacional en abril de 1990. El 
levantamiento de cierta manera a decir de los propios dirigentes superó las expectativas, 
puesto que de manera progresiva se iba ganando tanto en intensidad como en extensión, 
con tomas simbólicas de los espacios “del otro”. Este levantamiento se caracteriza por el 
acentuado carácter etnocéntrico de sus protagonistas, aunque no se debe olvidar el llamado 
a la adhesión que hiciera la CONAIE al FUT (Frente Unitario de Trabajadores) y a la 
FENOC (Federación Nacional de Organizaciones Campesinas). A más de la recurrente 
solidaridad y simpatía de los activistas de Derechos Humanos, sectores de la Iglesia 
(teología liberadora), organizaciones barriales, grupos ecologistas, organizaciones de 
mujeres, entre otros (Delgado, 2010: 54).  
                                                 
10 La Coordinadora Política de Mujeres, organización que logró agrupar a un gran número de mujeres y 
organizaciones a nivel nacional y que abrió un espacio de construcción de la “Agenda Política de las Mujeres 
Ecuatorianas” (Valladares, 2003).  
11 La CONAIE, incluyó 16 puntos en el “Mandato por la Vida”. El acuerdo implicó el reconocimiento de la  
territorialidad y asignación a las nacionalidades de la Amazonia de una cantidad de territorio sobre el cual el 
Estado se reserva la propiedad del subsuelo. En la Sierra se llegó al acuerdo de trabajar de manera coordinada 
con el gobierno central, el antiguo Instituto Nacional de Reforma Agraria y una Comisión de la CONAIE para 




Para Luis Macas (líder del movimiento indígena), el levantamiento constituyó “uno de los 
hechos históricos más trascendentales de los últimos tiempos, y que logró conmocionar la 
conciencia de la sociedad ecuatoriano”. Según Macas, la causa del levantamiento está en la 
injusticia, el derecho a una vida digna a la autodeterminación de los pueblos, “la fuerte 
revitalización de la identidad étnica del pueblo indio”, la ausencia de incentivos para la 
producción, la falta de apoyo tecnológico, la carestía de la vida, la inflación, las políticas 
gradualistas impuestas por el FMI. En esta situación, “los indios y todo el Pueblo 
ecuatoriano nos encontramos en una situación de total abandono” (1991:17) 
 
Desprendido del párrafo anterior como lo refieren Guerrero y Ospina, “El levantamiento 
jugó un papel cohesionador indiscutible […] Muchas organizaciones dispersas, que 
mantenían lazos eventuales o no los tenían, empezaron a vincularse de forma permanente a 
la organización nacional (2003:37). Por ello podemos mencionar que logros más 
importantes del levantamiento  de 1990, incluyen: 1) el surgimiento  del movimiento 
indígena como un nuevo actor político nacional y, 2) la unidad de la mayoría de las 
nacionalidad indígenas organizadas en la CONAIE, particularmente lo referente a la 
“contradicción” entre el movimiento de las tierras altas y de las zonas Amazónicas, pero 
también entre los niveles del movimiento, es decir, el “problema de la tierra” y la lucha por 
la identidad cultural y política (Petras&Veltmeyer, 2005: 120). 
 
La movilización de los indígenas y sus actos colectivos de lucha y resistencia, pueden ser 
vistos como un intento por incorporar la noción de diferencia en la cultura política 
ecuatoriana, y en la construcción misma de la nación. En términos de Bordiue, diríamos la 
aparición del discurso indígena muestra una capacidad desarrollada por los mismo 
indígenas para eludir e impugnar la violencia simbólica.  
 
A partir de 1995 el movimiento indígena se concentra en las transformaciones de las 
estructuras estatales que se encontraban en crisis sistémica. El movimiento ingresa 




Plurinacional Pachakutik-Nuevo País (MPP-NP).12 En este mismo año participaron por 
primera vez en las elecciones cantonales y nacionales, llegando a ocupar posiciones 
centrales, principalmente en los gobiernos locales.13
Estos actores establecen formas temporales de coordinación, con un denominador común: a 
partir de la oposición al proyecto neoliberal y, en particular, a la privatización de áreas 
estratégicas buscan construir una propuesta alternativa global. Este carácter social-político 
les permite buscar puntos de acuerdo en medio de la gran diversidad; la construcción del 
programa articula las diferentes luchas a una visión de poder  (Saltos 2000, 217-18).  
 
 
Para el movimiento indígena se pasó de las reivindicaciones puntuales, a la lucha por 
alcanzar el reconocimiento de la ciudadanía construida desde las diversidades, a  interior 
del Estado Nacional. La participación electoral trajo consigo un nuevo desafío para el 
movimiento indígena: La necesidad de construir un proyecto de país basado en el 
planteamiento del Estado Plurinacional y Multiétnico (Larrea, 2004:71). 
 
En la estrategia del movimiento indígena convive el cuestionamiento al sistema político 
vigente y la construcción de un Estado Plurinacional desde abajo. Empieza a hacerse 
evidente entonces una doble estrategia política que condensa el “ingreso al sistema político 
y la estrategia opuesta de deslegitimación del mismo régimen.  
Participación electoral y movilización social, ampliación de los causes democráticos de la 
participación electoral […] crítica radical a la institucionalidad excluyente y participación 
ordenada dentro de las reglas de juego del régimen institucional (Ospina, 2003:3; citado en 
Larrea, 2004). 
 
                                                 
12 El Movimiento Pachakutik estuvo integrado a más de las organizaciones de la CONAIE, por La 
Coordinadora de Movimientos Sociales, trabajadores petroleros y el movimiento ciudadano Nuevo País.  
 
13 En alianza con el Movimiento Ciudadano “Nuevo País”  postularon a Freddy Ehlers como candidato 
presidencial  consiguiendo el tercer puesto a nivel nacional con un 21%, a más de la entrada de un diputado 





2.4 El Gobierno de Abdalá Bucaram, un gobierno inconcluso.  
 
Mientras el protagonismo del movimiento social se incrementaba en las calles liderado por 
el movimiento indígena, la crisis del sistema de representaciones se hacía cada vez más 
visible en la imposibilidad de recoger las exigencias la ciudadanía y de los sectores sociales 
movilizados (Echeverría, 2006).  
 
Habermas explica que las tendencias a la crisis política se producen del desplazamiento de 
la crisis económica al sistema o subsistema político, afectando a todos los aspectos de la 
sociedad. El desplazamiento hacia lo político en palabras de O’Donnell, suele suponer 
junto a lo anterior, que los grupos, partidos, movimientos y/o personal gubernamental 
realizan interpelaciones (que implican la emergencia de un nuevo sujeto colectivo en la 
arena política) generando aguda preocupación en las clases dominantes, en tanto estas 
preferirían que sólo en la arena política interpelaciones que ellas controlan directamente y 
que no cuestiones su propia dominación (O’Donnell, 1996).  
 
De hecho, las carencias en el repertorio de respuestas del Estado frente a las demandas 
sociales o las carencias de recursos redistributivos o coactivos, o ambos a las vez, no 
aparecen de un momento a otro, sino que “maduran” procesualmente en medio de la misma 
interacción con los movilizados (Barrera, 2001: 73).  
 
Frente a la descomposición del sistema de representaciones, en un contexto de alta 
movilización social, aparece como terreno abonado para el fortalecimiento de una opción 
política eminentemente antisistema, como es el Partido Roldosista Ecuatoriano. Basado en 
prácticas populistas y demagógicas, logra la adhesión de amplias masas populares no solo 






La presencia de Bucaram y su triunfo en 1996 se explica también por cómo se ha 
desarrollado la cultura política en el país. Si los votantes se relacionan con una suerte de red 
clientelar y de patronazgo con los partidos políticos para poder obtener recursos del Estado, 
se entiende que una y otra vez busquen tutelar dentro del esquema paternalista ofrecido por 
el líder populista. A este tipo de dinámica política debe agregarse la relación establecida 
entre las élites  y la población marginada del ámbito del poder económico y político 
(Pazmiño, 2004: 12).  
 
Abdalá Bucaram copó los lugares públicos en tres campañas electorales sucesivas: 1988, 
1992 y 1996. Apelando a las tradiciones y valores populares, construyó un sujeto social 
adecuado para su mensaje: <<los pobres>>, con quienes se identificó (Acosta: 1996: 7). 
Como lo señala Ibarra, “la fuerza de los pobres” representaba una articulación de intereses 
de grupos económicos con sectores populares vinculados con la promesa redistributiva 
(1997:24). Por lo tanto, su propuesta económica desde la tarima apunta a terminar con los 
monopolios, que son una forma de competencia desleal e inmoral (De la Torre, 2003). 
 
Bucaram triunfó en las elecciones de 1996 (en la primera vuelta obtuvo el 26.28%  de los 
votos y en la segunda el 54.47).14
El asenso a la presidencia de Abdalá Bucaram y el Partido Roldosista Ecuatoriano 
(PRE) no es expresión, como podría suponerse, de un movimiento carismático que 
se hubiera conformado en el ámbito de la sociedad o al margen del sistema político, 
al contrario es expresión interna de ese sistema político como de una lógica de 
 Como señala Echeverría: 
                                                 
14 La modalidad de la segunda vuelta permitió que un conjunto heterogéneo de fuerzas se aglutinara en torno 
a él, sin que con ello significara un apoyo real o la posibilidad cierta de conformar un gobierno de alianzas 
que le asegurara estabilidad (Pachano, 1997: 4), además de señalar que Bucaram captó los votos de quienes se 
identificaban con el líder populista pero también aquellos que censuraban el antiguo gobierno socialcristiano, 
el referido al Gobierno del Ingeniero León Febres Cordero, es por eso que el contendor de Bucaram, Jaime 
Nebot Saadi el candidato socialcristiano cargaba entonces con una pesada herencia quien posteriormente 




descomponían que se venía incubando durante el transcurso de toda la década de los 
80 (Echeverría, 2006: 91).  
 
Como lo señala Granda “el pueblo ecuatoriano en 1996, se vio ante la alternativa de 
escoger de entre una propuesta neoliberal o una propuesta populista e inorgánica […] el 
rechazo al neoliberalismo se tradujo al elegir la demagogia y el folklorismo” (2012:103). 
 
A esto podemos añadir la indudable habilidad del líder para montar campañas políticas,  
una aguda capacidad de síntesis de todos aquellos elementos de impugnación que la 
sociedad venía manifestando frente a la oligopolización de la representación política;15 
Bucaram logró vincular esos contenidos de impugnación al interior del tradicional discurso 
anti oligárquico de matriz populista16
El clientelismo




                                                 
15  Bucaram forjó lo que sería <<la fuerza de los pobres>>, su fuerza electoral. Demostró ser un maestro en la 
tarima. Un verdadero showman con capacidad para derrotar a sus adversarios, incluyendo los principales 
medios de comunicación (Acosta, 1996: 7). 
16 El populismo o la apelación a "lo popular" es simultáneamente una retórica y un estilo de movilización 
política.  La retórica populista radicaliza el elemento emocional de los discursos políticos. Se maneja el 
concepto populismo como un estilo político que tiene las siguientes características: 1) El discurso populista es 
un discurso maniqueo que presenta la lucha del pueblo con la oligarquía como una lucha moral y ética entre el 
bien y el mal, entre la redención y la ruina. 2) Un líder es socialmente construido como el símbolo de la 
redención, mientras que sus enemigos son creados como la encarnación de todos los problemas de la nación. 
El líder dice ser un hombre común del pueblo que, debido a sus esfuerzos sobrehumanos, se ha convertido en 
una persona extraordinaria. De la Torre, (1996) y Andrade (2004).  
 estuvo presente en el gobierno bucaramista, ya que en el mismo se 
conformó una red de amigos y familiares que ocuparon cargos importantes en la 
17 Buscando enmarcar al clientelismo dentro de un contexto de prácticas políticas características y particulares 
del sistema democrático vigente en nuestras sociedades, encontramos de sum a utilidad las ideas vertidas 
por Guillermo O’Donnell en Contrapuntos. Ensayos escogidos sobre autoritarismo y 
democratización (Paidós, 1997). En varios de sus artículos, O’Donnell incluye al clientelismo como un 
elemento principal, aunque no el único, de una “institución informal y encubierta” con enorme influencia en 
la mayoría de las democracias latinoamericanas, el particularismo, al que define como un conjunto de 





administración pública (Silva, 2004:62). A ello se añade menciona Pachano (1997), la 
estrecha relación con lo que podría considerarse una oligarquía emergente, relacionada con 
actividades de dudosa legalidad y varios de cuyos más connotados integrantes ocupaban los 
principales cargos de la dirección económica del Estado mientras participaban en los 
procesos de privatización y en una amplia diversidad de negocios con el sector público.  
 
El Gobierno de Bucaram estuvo plagado de varios actos y escándalos de corrupción entre 
los que podemos señalar, su Plan de Vivienda “Un solo toque”, La “mochila escolar”, el 
millón de dólares del hijo de Bucaram, Jacobo Bucaram, “ganados” en la Aduana del 
Puerto de Guayaquil, entre otros fueron cometidos por autoridades y funcionarios/as de 
dicho gobierno. (Pallares y Cevallos, 1997:23 citado en Silva: 2004).18




Aunque en los primeros meses y durante su campaña electoral el discurso se presentaba 
como anti-oligárquico, con el pasar de su gestión se evidenció  más bien una 
intencionalidad de pacto  con los grupos mencionados, así integra al gabinete a Álvaro 
Noboa, expresión oligárquica de la Costa (Granda, 2012). 
Cuando Bucaram asumió el poder aplicó las mismas medidas económicas a las que se había 
opuesto y que había criticado en su campaña. Uno de los pilares de su gestión fue el 
proyecto de modernización de las élites que bien podría resumirse en las siguientes palabras 
“La apertura al mercado y el fin de las políticas redistributivas del Estado. (De la Torre, 
2000: 24 citado en Pazmiño 2004).  
                                                 
18 El plan de vivienda “un solo toque” y el proyecto de la “mochila escolar” no fueron los únicos responsables 
de la mala imagen que generó el deterioro del gobierno roldosista, pesó –incluso más- la actuación de los 
funcionarios y allegados al régimen, como Sandra Correa en la que pesaba en su contra el plagio de una tesis 
y las irregularidades en el Ministerio de Educación cartera que estaba a su cargo, Alfredo Adum quien tuvo la 
aracterística de protagonizar varios actos de violencia, de atropellos a trabajadores, mujeres y comunicadores 





El líder roldosista emprende el reto de llevar a cabo reformas estructurales de corte 
neoliberal que sus antecesores – Rodrigo Borja, en el orden de las flexibilidades laborales; 
Durán Ballén al posibilitar las privatizaciones gracias al marco jurídico concebido dentro de 
lo que sería el programa de modernización del Estado, por ejemplo- mismas que no 
lograron ser ejecutadas por completo (Acosta, 1997: 41-43). En diciembre de 1996, 
Bucaram anuncia lo que sería el eje de su plan económico: la convertibilidad.19
En los primeros días de enero, esta elevación se remitía tan solo a la subida de las tarifas 
telefónicas –en un 700%-, al alza en los impuestos a los cigarrillos y a las cervezas, a la 
creación del impuesto a los consumos especiales – colas y agua mineral- y a la electricidad, 
 
 
Conjuntamente con el programa de convertibilidad se planteó la necesidad de reformar las 
leyes de Régimen Tributario Interno, de Instituciones del Sistema Financiero, de Mercado 
de Valores, de Compañías, de Régimen Monetario y Banco del Estado, de Presupuestos del 
Sector Público, de Regulación Económica y Control del Gasto Público, de Contratación 
Pública, entre otras. También reformas laborales y a la seguridad social, incluyendo algunas 
reformas constitucionales (Acosta, 1997).  
 
Otra premisas sobre la que se sostenía el plan de Bucaram era que para lograr aumentar el 
ahorro y la inversión, se requería de un conjunto de reformas internas que estabilizaran las 
finanzas públicas y eliminaran definitivamente los campos de inversión estatal 
consideradas como fuentes de distorsión de la economía (Montufar, 1997:24). La 
implementación de medidas tales como la eliminación de subsidios o el alza de impuestos-, 
necesarias para encauzar el programa de convertibilidad, hizo prever a muchos el 
incremento de la inflación para comienzos de 1997 (Pazmiño, 2004:14).  
 
                                                 
19 Acosta, refiere la convertibilidad como el compromiso que adquiere el Estado, a través del Banco Central, 
para cambiar moneda nacional, en este caso sucre, por divisas de libre convertibilidad y amplia aceptación, es 
este caso dólares, en todo momento y a un tipo de cambio fijo (Acosta, Alberto. La convertibilidad y la 




con un incremento del 90% desde el primero de enero de 1997; la parte más dura vendría 
después cuando ya se hubieran eliminado los subsidios al gas y al que aún regía –de un 
35%- en el área de consumo eléctrico y se hubiera decretado el aumento en los pasajes de 
transporte público (Pazmiño, 2004: 14-15). A más de lo señalado Bucaram anunció que se 
canalizaría el 46% del presupuesto del Estado al pago de la deuda externa, y que se 
procesaría la venta del patrimonio de las áreas básicas de la economía (Narváez, 1997: 55).  
 
La deuda externa ecuatoriana llegó a 16.204 millones de dólares durante 1998 (saldo final 
más atrasos de intereses), representando el 77% del PIB, 13.241 millones de dólares 
correspondientes a la deuda externa pública y 2.963 millones a la privada. La deuda externa 
por habitante fue de 1.265  dólares, mientras que por pago de intereses se destinó 73 
dólares per cápita (Falconí, 2001: 181-2).  
 
Entre 1990 y 1997, el incremento de las remesas fiscales ocurrió a pesar del aumento en el 
precio promedio de las materias primas (de 210 a 227 dólares) y pesé a la caída de las tasas 
de interés internacionales. Como resultado de estas medidas el Ecuador se descapitalizó año 
tras año debido a que buena parte de los ingresos generados por las exportaciones petroleras 
se dirige al pago de la deuda externa, los datos presentados por el Banco Central, muestran 
que el pago de intereses efectivos de la deuda externa total significó el 94% de las 





2.5  Las movilizaciones y las protestas que llevaron a la caída de Bucaram. 
 
Ante la inestabilidad económica, del sistema política de representación y, sobre todo, una 
crisis moral de rechazo a la corrupción, el autoritarismo y la improvisación fue decisiva 
para el debilitamiento del corto período de gestión del Presidente Bucaram, las 
organizaciones, movimientos y la ciudadanía empiezan a colocarse rápidamente en el 
centro de la escena realizando huelgas, paros y movilizaciones con el propósito inicial de 
derrocar las medidas económicas, que posteriormente terminarían con el derrocamiento del 
gobierno roldosista.  
 
El desgaste de Bucaram era evidente al tener en enero apenas un respaldo del 9%.20
1) La crisis de la institucionalidad democrática originada con el retorno, 
escenario adecuado para el arribo a la cúspide del pode de un caudillismo 
dispuesto a toda forma de organicidad política y social.  
 Como 
lo menciona Pachano y Narváez, desde el inicio de su gobierno se pudo advertir la escasa 
representatividad que tendrían en su administración los diversos sectores que votaron por él 
y que participaron activamente en su campaña; en términos generales se concuerda que el 
régimen de Bucaram se caracterizó por la informalidad política. El liderazgo mesiánico que 
pretendía encarar Bucaram, estaba dirigido a conseguir la concentración del poder político, 
control del poder económico, y no escatimó esfuerzos para ello, aún actuando 
despóticamente y en contra de los canales usuales de formación de legitimidad (Pachano 
1997 y Narváez, 1997).   
 
Ortiz (1996), atribuye seis características que generarían el derrocamiento de Bucaram:  
                                                 
20 A mediados del mes de enero, la popularidad de Bucaram había descendido abruptamente. Según una 
encuesta de Market, su nivel de popularidad era apenas del 12% y tenía un rechazo del 75%. Incluso en la 
evaluación de la gestión presidencial se consideraba entre mala y pésima para el 65% de los encuestados en 




2) La pugna entre los grupos monopólicos. 3) Crisis económica y fatiga 
producida por 15 años de ajuste que puso al país en un escenario de 
inestabilidad permanente. Por un lado la propuesta de convertibilidad que 
conformaba la reforma neoliberal; y por otro, el paquete de medidas económicas 
puso al pueblo ante la evidencia de la “traición” de los elevados ofrecimientos 
que había hecho Bucaram en su campaña. 4) La anomía social producto de las 
transformaciones económicas, la informalización de la sociedad y el avance 
neoliberal que hace de la ruptura de todo tipo de norma y sistema de control el 
corazón de su propuesta de libre mercado. La lógica de corrupción, la violencia 
y el maltrato se expresaron en la conducta del Presidente y de su círculo íntimo. 
5) La creciente, nueva, inorgánica y diversa presencia de los movimientos 
sociales y la sociedad civil que no se sienten representados en una 
institucionalidad caduca. 6) Finalmente, la larga agonía del Estado “petrolero” 
paternalista y clientelar” (Ortiz, 1996:174-176).  
 
La agresión bucaramista alineó a la mayor parte de las organizaciones populares y sectores 
ciudadanos en su contra y generó condiciones para una acción frontal y decidida de la 
mayor parte de la sociedad, cortando los intentos de negociación de ciertas organizaciones 
con el régimen bucaramista.  En unos cuantos meses, la errática respuesta de Bucaram 
logró crear las condiciones suficientes de indignación para que los movimientos sociales, y 
las organizaciones del sector público se plantearan con seriedad la necesidad no sólo la 
revocatoria del mandato presidencial, sino la refundación de las mismas instituciones del 
sistema político en franca crisis (Al Ibrahim, et.al. 2008).  
 
En los siguientes párrafos esbozaremos a groso modo los hechos más destacados de la 






Las organizaciones campesinas, indígenas y las centrales sindicales establecen un acuerdo 
de unidad de acción bajo el Frente Patriótico (FP), que se fundó el 11 de enero de 1997,21
El sentimiento general de incertidumbre y movilización adquirió cuerpo con una 
espectacular ocupación de la Catedral Metropolitana desarrollada el 29 de enero, la primera 
proclama se orienta a la revisión de medidas económicas adoptadas por el gobierno de 
Bucaram.  La toma de la Catedral Metropolitana estuvo conformada por 120 manifestantes, 
el entonces diputado Miguel Lluco (Pachakutik) lidero la acción.
 
alrededor de una plataforma centrada en la derogación de las medidas económicas, en la 
anulación de la propuesta de convertibilidad y el respeto a los derechos humanos y 
sindicales, anunciando al país la realización de un paro cívico a realizarse el 5 de febrero en 
contra de las medidas económicas decretadas por el gobierno de Bucaram.  
 
El descontento generalizado que provocó Bucaram la confluencia de varios actores que 
probablemente no tenían más coincidencia que la búsqueda de su derrocamiento, los 
contactos con el Partido Social Cristiano (PSC), se había realizado meses atrás, según 
afirmaciones de los líderes de la CMS. La dirección de los sindicatos petroleros y algún 
diputado del bloque parlamentario, establecieron conversaciones directas con León Febres 
Cordero, en las que parece ser que había un acuerdo implícito sobre la necesidad de 
derrocar a Bucaram (Narváez y Saltos 1997; Barrera 2001; Al Ibrahim, at al 2008).  
 
22
                                                 
21 El Frente Patriótico se constituye con la participación de la Coordinadora de Movimientos, el Frente de 
Nacionalidades indígenas y organizaciones campesinas, la Coordinadora Política de Mujeres, el Frente 
Ecuatoriano de Derechos Humanos, el Frente Unitario de Trabajadores y el Frente Popular (Saltos, 1997:125). 
Ver mandato del Frente Patriótico (Anexo N 2). En el que concurrieron la CMS, el Frente Popular, el Frente 
Unitario de Trabajadores, los organismos de derechos humanos y las organizaciones de Mujeres. 
22 Podríamos mencionar a más del diputado Lluco, a Virgilio Hernández, presidente de la Coordinadora 
Popular de Quito, Jorge Loor, presidente de la CONFEUNNASSC, Hernández, de la agrupación Mujeres 
Luchando por la Vida y Manolo Barreno, teólogo de las Comunidades Cristinas de Base (Barrera, 2001: 228). 
 El mismo día se realizó 
otra marcha del Frente Popular a la cual se unieron miembros del Seguro Campesino, 
jubilados del IESS, y demás grupos que coparon la Plaza de la Independencia con la 





En los días finales de enero, la oposición al gobierno copaba prácticamente todos los 
estamentos del país. Los medios de comunicación hacían un giro evidente a favor de las 
protestas. El 3 de febrero se realizó una inédita reunión en las instalaciones de la 
Federación Nacional de Trabajadores de la Empresa Estatal Petróleos del Ecuador 
(FETRAPEC), la CMS, el bloque de Pachakutik, con la presencia de ex presidentes de la 
República, candidatos presidenciales y líderes de la mayor parte de fuerzas políticas del 
país, quienes lograron convocar para el 4 de febrero la suscripción de una “Propuesta 
concertada para el cesamiento de Bucaram” (Saltos, 1997: 126; Barrera, 2001:228). 
 
Como en varios análisis se registra uno de los factores importantes al parecer de varios 
analistas políticos fue la declaración del entonces Embajador de los Estados Unidos Leslie 
Alexander acerca de la gravedad de la corrupción en el país. Se conoce que re reunió a 
mediado de enero con representantes de la Cámara de Producción para discutir los altos 
niveles de corrupción del gobierno de Bucaram. “Ecuador no puede seguir como va… 
alguien tiene que cambiar al presidente. Nos da lo mismo quien lo haga”. La embajada 
norteamericana quería prever un nuevo “fujimorazo” en el continente, a pesar de las 
insinuaciones de Bucaram a los militares, para disolver el Congreso (Apud Saad, 1997; 
Saltos, 1997). 
 
La movilización de los días 5, 6 y 7 de febrero no tenía parangón en las últimas décadas. A 
las zanjas cavadas por los indígenas en las carreteras, a los grupos de choque de los 
estudiantes y a la tradicional agitación urbana del sindicalismo, se sumaron miles de 
ciudadanos sin referente organizativo, a más de las multitudinarias movilizaciones en las 
capitales de las provincias de la Sierra, en el Azuay, se conformó la Asamblea de Pueblos 
del Azuay que reunía a las propias autoridades locales; en el caso de Chimborazo, el 
Parlamento popular era mucho más cercano a una suerte de poder dual. En la ciudad de 
Guayaquil también se registraron movilizaciones; se estima que cerca de tres millones de 





Como sostiene Tarrow, la acción colectiva “casi siempre es activada y mantenida por sus 
grupos de contacto directo, sus redes sociales y sus instituciones” (2004: 49). Para este 
autor, estas últimas –las instituciones- son entornos particularmente adecuados para que 
germinen los movimientos. Para Tarrow lo primero que debe quedar claro cuando se habla 
de acción colectiva es su naturaleza social. Es decir, la acción colectiva depende de su 
entorno exterior. Los movimientos sociales surgen cuando se amplían las oportunidades 
políticas, cuando se demuestra la existencia de aliados y cuando se pone de relieve la 
vulnerabilidad de los oponentes.  
Al convocar acciones colectivas, los organizadores se convierten en puntos focales que 
transforman las oportunidades, convenciones y recursos externos a los movimientos. Los 
repertorios de confrontación, las redes sociales  y los marcos culturales reducen los costes 
de inducir a la gente a la acción colectiva, creando una dinámica más amplia y más 
extensamente difundida del movimiento.  
 
Estas movilizaciones significaron para los protagonistas de este proceso la síntesis de las 
contradicciones y tendencias sociales y políticas de los últimos treinta años síntoma de 
agotamiento del neoliberalismo, de las viejas formas de representación política, implicó la 
recuperación de la libertad, pero concomitantemente de la responsabilidad ciudadana.  
 
2.7  “Toda luz tiene su sombra”: Los sucesos del 5 de febrero y el nuevo escenario 
político.  
 
Lo que se desprende luego del movimiento de febrero es la necesidad de radicales reformas 
en los campos institucionales y en la cultura política, que vuelvan efectivos y centrales los 





La destitución de Bucaram marcó un giro en el imaginario político de las organizaciones 
indígenas y sus aliados: se percibía que la movilización podía alterar las relaciones de poder 
y que la institucionalidad democrática podía extenderse hasta encontrar formulas políticas 
legítimas pero no previstas por el régimen político.  
 
La protesta popular, pacífica y hasta festiva, concluyo físicamente y simbólicamente en el 
Congreso Nacional que, ante la presión ciudadana, acudió a la aplicación dudosamente 
legal de un artículo de la Constitución para destituir al presidente y que frente al vacío 
constitucional de la sucesión presidencial, debió encontrar una fórmula de interinazgo 
(presente en la Constitución de 1978) sin mayor justificación jurídica (Pachano, 1997: 6). 
Es así que señalamos el contenido de la resolución adoptada por el Congreso Nacional 
recogida en el “Mandato del Pueblo Ecuatoriano”:  
 
[…] “El Congreso Nacional resuelve,  declarar  la incapacidad mental para gobernar 
del abogado Abdala Bucaram Ortiz, al tenor del literal d) del Art. 100 de la 
Constitución Política de la República y consecuentemente el cese de funciones 
como Presidente Constitucional de la República. Continuando con la declaración del 
Congreso Nacional señala, “en aplicación del inciso 2do. Del Art. 1 de la 
Constitución y en uso de esas atribuciones, designa como Presidente Constitucional 
Interino de la Republica del Ecuador. Al doctor Fabián Alarcón Rivera, Presidente 
del H. Congreso Nacional para el lapso de un año contando a partir de esta fecha, 
convoque a elecciones generales para designar Presidente y Vicepresidente de la 
Republica y Diputados Provinciales, Concejales y Consejeros, que deban ser 
renovados por la conclusión de su periodo, quienes deberán posesionarse en el mes 





Cabe señalar que tal resolución contó con apenas 42 votos de los 72 votos del Congreso, 
del mismo modo aunque parecía obvio que Rosalia Artiaga, vicepresidenta electa, debía 
asumir las funciones de su defenestrado binomio, los factores reales de poder se inclinaron 
por “el comodín” de Alarcón. Como lo señala Pachano, “más allá de los predecibles 
alegatos de la vicepresidenta y de algunos juristas, la legalidad o ilegalidad de los actos no 
fue el tema central del debate”.  
Quizá por efecto de un pacto colectivo no expresado o por tradicional indiferencia 
ecuatoriana ante la vigencia y respecto de la normatividad, a nadie le importó mayormente 
que se hubiera echado mano de recursos tan poco ligados a la ortodoxia jurídica y a la 
vigencia del Estado de Derecho” (1997: 91).  
 
2.8 El Rol de las Fuerzas Armadas. 
 
Un aspecto importante que cabe señalar, es el papel de las fuerzas armadas. Varios analistas 
han llamado la atención sobre el secular  protagonismo político de las fuerzas armadas en la 
vida nacional, sobre todo en los momentos de crisis del proyecto político estatal.  
 
North (2006), caracteriza las especificidades del intervencionismo militar ecuatoriano, 
reseñando cómo este resulta particularmente intenso en los periodos en donde las élites 
dominantes incurren en procesos de <<desmantelamiento estatal>>  para favorecer sus 
intereses particulares, en detrimento de los intereses generales de la nación.   En este 
sentido, North considera, con la excepción hecha del gobierno de Plaza Lasso, que  “los 
esfuerzos más coherentes por fortalecer las instituciones estatales y atender la <<cuestión 





Esta particularidad ha denotado una relativa tonalidad <<progresista>> del 
intervencionismo militar a lo largo del siglo XX – sobre todo cuando se compara con el 
comportamiento político de las fracciones oligárquicas – al tiempo que constituye uno de 
los elementos que legitiman un cierto  rol “mediador” de las fuerzas armadas en épocas de 
crisis del sistema de dominación política.  
 
Los militares han suplido históricamente a los gobiernos de las élites cuando estos se han 
mostrado incapaces de cohesionar a las fuerzas de la nación y amenazan con hacer zozobrar 
el proyecto de afirmación estatal.  Además, como se hace patente en el párrafo citado del 
texto de North, el rol reformista del poder político ha sido ejercido preferentemente por los 
gobiernos militares, debido a la incapacidad de las élites y sus fracciones políticas de 
asegurar las reformas que den continuidad a la vida nacional cuando estas afectan en mayor 
o menor grado los intereses particulares de su clase.  
 
Un segundo elemento a considerar a la hora de valorar el rol de las fuerzas armadas en la 
vida nacional es la delegación en ellas de un cierto rol de afirmación de la siempre 
problemática identidad nacional. A lo largo del siglo XX, una de las principales fuerzas 
movilizadoras de la comunidad nacional giró en torno a la irresuelta disputa bélica con el 
Perú. Gestada en las heridas de la guerra de 1942, la figura amenazante del Perú fue 
siempre un motivo de apoyo decidido a las fuerzas armadas, al punto que una encuesta 
efectuada en 1990 revelaba que las instituciones en las que más confiaban los ecuatorianos 
eran la Iglesia Católica y las Fuerzas Armadas.23
                                                 
23 Véase al respecto PNUD 2000. 
 Esta confianza, recibió un verdadero 
barniz renovador tras la conflagración militar de 1995 donde por primera vez el ejército 
mantuvo en su poder todos los destacamentos militares fronterizos de cara a la ofensiva 
militar peruana. El fracaso de la arremetida bélica del Gobierno de Fujimori contra Ecuador 




que participaron en la contienda  a la calidad de respetados dirigentes nacionales. Buena 
parte de ellos, fueron considerados “presidenciables” en su momento.24
                                                 
24 Entre los “presidenciables” más destacados se encontraban el Gral. José Gallardo Ministro de Defensa 
durante el conflicto, quien eventualmente terminaría participando durante la contienda electoral sin mayor 
resultado, y el Gral. Paco Moncayo quien se convertiría en un destacado dirigente de la política nacional bajo 
el emblema de la socialdemocracia en las filas de la ID.    
 
 
Esta introducción se torna necesaria para enmarcar el rol dirimente que asumieron las 
fuerzas armadas durante la crisis política general que desembocó en la caída de Bucaram. 
Como hemos visto, la concurrencia de una crisis de representación política, el efecto 
larvado de las políticas de ajuste estructural en la economía nacional – particularmente el 
efecto regresivo en la participación de los asalariados en el ingreso nacional -  y la crisis de 
hegemonía del bloque dominante,  expresada en las desaveniencias entre las diversas 
facciones políticas que constituyen dicho bloque y el surgimiento de agrupaciones sociales 
y políticas que disputaron la representación subalterna, configuraron un explosivo escenario 
político que detonó en la destitución parlamentaria del presidente tras una multitudinaria 
jornada de protestas en las principales ciudades. Partidos políticos tradicionales, medios de 
comunicación y fuerzas sociales concurrieron – bajo distintas banderas – en la consigna de 
cesar en funciones a Bucaram, consigna que sería canalizada institucionalmente a través del 
Congreso Nacional de ese entonces.  
 
Empero, la resolución de la crisis distó de suponer una transición ordenada y exenta de 
turbulencias. La canalización institucional de la protesta hacia el Congreso Nacional fue 
menos una solución espontáneamente democrática y más una compleja y elaborada 
solución de “arbitraje” entre los diversos actores políticos emplazada en gran medida por la 
actuación del poder militar encarnada en el Alto Mando de las Fuerzas Armadas cuyo 
liderazgo recayó sobre el Jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, Gral. 





Como lo señala Granda (2012),  alusivo a los orígenes del hiperpresidencialismo en 
Ecuador,  la coyuntura presentaba escasas posibilidades de resolución institucional debido a 
la rigidez constitucional del periodo presidencial propio de los regímenes de tipo 
presidencialista (2012: 104).  
 
En este contexto, los dirigentes políticos y sociales que encabezaban la movilización 
procuraron el rol dirimente del poder militar; la respuesta del Alto Mando inicialmente 
ambigua fue decantándose hacia una salida institucional protagonizada por el Congreso 
Nacional.    
 
De allí que, el escenario para la salida de Bucaram estuviese dispuesto una vez que las 
Fuerzas Armadas dejaran en claro su posición de que era el Congreso Nacional en tanto 
poder parlamentario democrático a quien le correspondía la solución del impasse político. 
Sin embargo, los complejos tour de forcé que ensayó cada uno de los actores políticos 
durante la crisis para hacerse con o conservar el poder, ensombrecieron el invaluable gesto   
democrático de las Fuerzas Armadas de permitir que sea el poder civil y no el militar el que 
decida la solución de la crisis.  
 
Al final, la interminable procesión de Alarcón y Arteaga a las oficinas del Comando 
Conjunto, el intento de Bucaram de retomar el mando militar a través de su cuestionado 
Ministro de Defensa Víctor Raúl Bayas, forzaron a que las fuerzas armadas terminaran 
estableciendo una suerte de laudo arbitral al retirar el apoyo a Bucaram, y emplazar al 





A pesar de ello, la firme decisión del Alto Mando de no hacerse del poder político a pesar 
de la crisis del proyecto estatal y la incapacidad de los sectores políticos de darle una 
solución definitiva, junto con el comportamiento no represivo que mostraron durante las 
jornadas de febrero, supusieron un importante referente de madurez en un ala de la cúpula 
militar que contrastó con los primeros síntomas de descomposición de las dirigencias 
políticas quienes lejos de solucionar la crisis de representación, la agravaron aún más 
revelando en hechos tan grotescos como el ascenso ventajista de Alarcón al gobierno bajo 
una fórmula de compromiso con los socialcristianos, la incapacidad de las élites para 
afrontar la crisis definitiva del sistema de dominación política que habían implementado y 
que daba señales claras de agotamiento tras una década de implacable ajuste estructural y 
des-nacionalización de la esfera política estatal.  
 
No fueron los campanazos del 5 de febrero los que amilanaron a las élites, sino que 
paradójicamente las encorajinaron al grado de que estas mismas fuerzas bloquearon, 
sabotearon y cooptaron – en ese orden-  lo que podría haber sido un momento 
refundacional del país: la Asamblea Constituyente de 1998.      
 
Continuando con el análisis Moreano (1997) señala que la “más grande victoria popular 
latinoamericana” se convertía en una “victoria de las clase política”, a través del ascenso de 
Alarcón a la Presidencia Interina, el viejo poder se ha renovado y una nueva cultura de la 
tolerancia y el consenso parece surgir de las cenizas del bucaramismo”  
 
Así los movimientos que integraban la CMS realizaron un primer balance autocrítico de las 
jornadas de febrero:  
En la coyuntura del 5 y 6 de febrero no se actuó en el marco de un proyecto 
político, con perspectivas propias. El balance es negativo ya que existían las 




privilegiar una identidad política propia, sin tener que confundirnos con la 
actuación del PSC y otros grupos políticos. En esta coyuntura se manifiesta la 
no existencia de un perfil político pragmático, la falta de vínculo del bloque 
parlamentario con los movimientos sociales y no haber definido una estrategia 
parlamentaria adecuada. A pesar de esta lectura, se coincide en algunos 
elementos comunes: El conjunto de luchas y la movilización […] expresa un 
acumulado de las movilizaciones sociales […] que habrían sido golpeadas por 
el Gobierno de Bucaram, particularmente el Movimiento Indígena y los sectores 
energéticos y del sindicalismo público.  
La CMS se ha constituido en un referente tanto en lo propositivo, como en lo 
organizativo, no es una organización gremial reivindicativa, aunque deba 
entender las particularidades sectoriales,  pero con énfasis en lo político.25




Posteriormente a este desbalance jurídico-institucional, los movimientos sociales y 
ciudadanos jugaban su última carta, la posibilidad de una refundación del país a través de la 
convocatoria a una Asamblea Constituyente. Es así que el 6 de abril de 1997 el Presidente 
Interino Fabián Alarcón convoca bajo Decreto Ejecutivo N. 201, a una Consulta Popular. 






                                                 





“el Art. 58, literal b) de la Constitución Política atribuye al Presidente de la 
República la facultad de convocar a consulta popular cuando a su juicio se 
trate de cuestiones de trascendental importancia para el Estado; que el 
pueblo ecuatoriano en ejercicio pleno de su soberanía, durante las jornadas 
de febrero de 1997 demandó de los órganos del Poder Público la obligación 
de establecer sustanciales y urgentes reformas a la estructura política del 
Estado, se convocó a los ciudadanos a que el día domingo 25 de mayo de 
1997, se pronuncien en consulta popular sobre los contenidos en las 14 
pregunta” (Salazar, 2010:27).  
 
Como observa Echeverría, la Consulta Popular no sólo legitimó el gobierno de Alarcón 
sino la misma ruptura constitucional al condicionar el reconocimiento, mediante la 
expresión popular en la consulta de la figura del presidente interino inexistente en la 
Constitución de 1978 (2006: 40).  
 
La Consulta se realizó el 25 de mayo del mismo año, estableció una nueva institución, la 
Asamblea Nacional, y suspendió las atribuciones del Congreso para reformar la 
Constitución vigente.  
 
La Consulta Popular de abril de 1997 había establecido la obligación de convocar a una 
Asamblea Nacional, pero no los mecanismos de esa convocatoria, ni quiénes conformarían 
dicho cuerpo; estos “detalles” se dejaban para resoluciones del parlamento y el Ejecutivo 
(Andrade, 1997: 11-12).  




Tabla Nº 1 





PRIMERA: ¿Ratifica usted el mandato popular de las jornadas 
de febrero ejecutado en la decisión del Congreso Nacional que 
resolvió cesar en las funciones de Presidente Constitucional de la 
República al Abogado Abdalá Bucaram? 
75,76                                                          
Aprobó la cesación de funciones 
del cargo de Presidente a Abdalá 
Bucaram 
SEGUNDA: ¿Está usted de acuerdo con que el Congreso 
Nacional haya designado Presidente Constitucional Interino de la 
República al doctor Fabián Alarcón Rivera el 10 de agosto de 
1998? 
68,37 Aprobó la designación de 
Fabián Alarcón 
TERCERA: ¿Está usted de acuerdo en que se convoque a una 
Asamblea Nacional con el exclusivo propósito de que reforme la 
Constitución Política de la República?  
64,58 Aprobó la convocatoria a 
la Asamblea. 
CUARTA: ¿Al convocar a la Asamblea, cuál de las siguientes 
alternativas escogería usted para su conformación?: a) Todos los 
miembros serán elegidos mediante voto popular; b) una parte de 
sus miembros serán elegidos por votación popular y la otra por 
representantes de las instituciones del Estado y de las 
organizaciones de la sociedad civil. 
59,85 Aprobó que todos los 
miembros de la Asamblea sean 
elegidos mediante voto popular. 
QUINTA: ¿Está usted de acuerdo que se fijen límites a los 
gastos electorales y se establezcan mecanismos para controlar el 
origen de los recursos destinados a las campañas electorales? 
68,87 Aprobó la fijación de 
límites a los gastos electorales. 
SEXTA: ¿Para la elección de diputados, concejales, municipales, 
consejeros provinciales, ¿con cuál de las dos alternativas está 
usted de acuerdo: a) votación por lista completa como lo es 
ahora; b) votación escogiendo nombres de cada lista o entre 
listas? 
51,73 Aprobó la votación, 
escogiendo nombres de cada 





SÉPTIMA: ¿Para elección de diputados con cuales de las 
siguientes alternativas está usted de acuerdo? a) Elección en la 
primera vuelta de las elecciones presidenciales; b) Elección en la 
segunda vuelta de las elecciones presidenciales, o en un comicios 
especial, si no hay segunda vuelta.  
61,30 Aprobó la elección en la 
primera vuelta de las elecciones 
presidenciales. 
OCTAVA: ¿Está usted de acuerdo en que sean borrados del 
Registro Electoral los partidos y organizaciones políticas que en 
dos elecciones pluripersonales sucesivas, no hubiesen alcanzado 
el porcentaje mínimo del cinco por ciento de los votos válidos a 
nivel nacional? 
68,45 Aprobó que sean borrados 
los partidos o movimientos que 
no alcancen el 5 %  
 
NOVENA: ¿Está usted de acuerdo que el Tribunal Supremo 
Electoral se integre con un representante de cada una de las listas 
que hubiese obtenido las más altas votaciones en elecciones 
pluripersonales de alcance nacional, de acuerdo a lo que dispone 
la ley? 
58,67 Aprobó esta integración  
 
DECIMA: ¿Está usted de acuerdo que el Congreso Nacional 
designe, con las dos terceras partes de los votos de sus 
integrantes, a los titulares de los organismos de Control, sin 
necesidad de ternas enviadas por el Presidente de la República? 
50,75 Aprobó esta forma de 
designación  
 
DECIMO PRIMERA: ¿Considera Usted necesario modernizar 
la Función Judicial, reformar el sistema de designación de los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia, para que su origen 
sea la propia Función Judicial; nombramientos sin sujeción a 
períodos fijos que observen los criterios de profesionalización y 
de carrera judicial que establezca la ley? 
 
60,73 Aprobó modernizar la 
Función Judicial y reformar el 





DECIMO SEGUNDA: ¿Está usted de acuerdo que el Consejo 
de la Judicatura que establece la Constitución Política cumpla 
funciones administrativas y que sus miembros sean designados 
por la Corte Suprema de Justicia? 
55,97 Aprobó las funciones 
administrativas y la designación 
del Consejo de la Judicatura por 
la Corte Suprema. 
DECIMO TERCERA: ¿Está usted de acuerdo que la 
Constitución Política contemple el principio de la revocatoria del 
mandato de quienes, habiendo sido elegidos por el voto popular 
incumplan con las normas morales, legales y de eficiencia 




60,25 Aprobó la revocatoria del 
mandato.  
DISPOCIÓN FINAL: ¿Dispone usted que el Congreso 
Nacional incorpore como reformas a la Constitución Política de 
la República el mandato de esta consulta dentro del plazo de 
sesenta días contados a partir de la fecha de la publicación de sus 
resultados oficiales en el Registro Oficial?  
 
66,88 Aprobó la incorporación 
de las reformas a la Constitución  
 
Fuente: Salazar, 2010. La Reforma Política y la Constitución de 1998. 
 
Los resultados de la Consulta mostraron una clara tendencia de que la ciudadanía estaba 
apuntalando a una necesidad de transformación de lo que en ese momento se presentaba 
como deficiencia del sistema político-institucional. A pesar de que se podría nombrar como 
una “victoria” de la participación y posicionamiento de las demandas de los movimientos 
sociales y ciudadanos dentro de los acontecimientos de febrero de 1997, podríamos acervar 
que estas fueron de cierta manera truncadas por la decisión de los votantes en la pregunta 
cuatro referida a la forma de elección de los asambleístas.  
 
Es así que el 59,85 de los votantes aprobó que todos los miembros de la Asamblea sean 
elegidos mediante voto popular, desechando la propuesta de los grupos sociales de una 





Es así que los movimientos sociales y ciudadanos que demandaron una suerte de inclusión 
y una representación directa se tuvieron que enfrentar a la tradicional clase política 
clientelar y con una amplia experticia en el juego electoral,  que como veremos consiguió el 
control de lo que en un inicio se presentó como la posibilidad de “refundar” el Estado en 







LA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE Y LA NUEVA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE 1998. 
 
3.1 La Asamblea Nacional. 
 
Como resultado de la caída del Presidente Abdalá Bucaram (febrero de 1997), se configuró 
el escenario de la Asamblea Nacional que resultado de la acción concertada de varias 
organizaciones sociales y políticas que se habían constituido en la década de los noventa 
con el objetivo de ampliar y establecer el reconocimiento de nuevos derechos en el marco 
constitucional.26
Sin embargo, como lo menciona Echeverría, el carácter accidentado de la misma 
conformación de la Asamblea, difícilmente podría aislarse o inmunizarse frente a las 
convulsiones institucionales del proceso político desatada por el auge y la caída del 
gobierno de Bucaram (2006:53); por lo que se  constituyó la adopción de un dispositivo ad 
hoc para el procesamiento de conflictos en el poder  que permitió desentrañar el juego entre 





 que caracteriza a la dinámica política de la 
democracia ecuatoriana (Andrade, 2004).  
                                                 
26 Entre las organizaciones de mayor trascendencia podríamos mencionar, la Confederación de 
Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), la Coordinadora de Movimientos Sociales (CMS), la 
Coordinadora Política de Mujeres del Ecuador (CPME), conjuntamente con los comités barriales y la Cámara 
de la Producción, agrupadas en la Asamblea de Quito, con la participación del Frente Unitario de 
Trabajadores y el Frente Popular (FP). 
27 Tomando a Andrade (1998), se entiende por instituciones políticas informales, a procesos organizativos 
frustrados, pero que dejan rastro en la forma de las nuevas organizaciones, modos de acción social, ideas y 





Esta dinámica política muestra la erosión y el reemplazo de las instituciones políticas, es así 
que la democracia aparece como desligada de la política, de la lógica de representación y su 
derivación como sistema de toma de decisiones.  
 
Ante la crisis política la gran mayoría de las instituciones perdieron legitimidad debido a 
que se encontraron viciadas por antivalores, por lo que se requería una reestructura o la 
creación de nuevas instituciones que garanticen el régimen democrático; se requiere en 
palabras de O’Donnell una apertura de áreas institucionales del propio Estado a la 
representación de intereses organizados de la sociedad civil (1998:122).  Existe una 
incapacidad de los partidos políticos de “enchufarse” con las nuevas ideas y aspiraciones 
manifestadas por grupos de la sociedad civil, el sistema de representación política cumple 
con la función de llevar la diversidad social hacia el sistema político.28
                                                 
28 Teóricamente, el espacio de representación democrática no hace distinción de ninguna naturaleza, es 
completamente abierto; configura un campo donde el poder puede ser debatido, cuestionado, impugnado 
desde la búsqueda del “bien común”. Si no existe la posibilidad de impugnar y revertir la estructura de poder 
en aras del “bien común”, el sistema político simplemente no podría cumplir ninguna función 




La sociedad ecuatoriana sentía no eran sensibles a sus demandas y tampoco lo eran los 
agentes de mediación, en particular los partidos políticos. Si ni el destinatario de las 
demandas (las autoridades) ni los agentes de mediación (los partidos, sobre todo) merecen 
la confianza de la ciudadanía, esta siente que su capacidad de influenciar en la toma de 





3.2 La Asamblea Constituyente del Pueblo. 
 
Frente a la salida institucional de convocar y establecer una Asamblea Nacional, la 
CONAIE sostenía que debía abstenerse de participar en la Asamblea oficial y más debía 
organizar una asamblea de la sociedad con la mayor representación social posible. El 
Movimiento Pachakutik por el contrario consideraba que había que desplegar una estrategia 
doble. Por un lado desarrollar una iniciativa de concertación social amplia, pero que era 
incorrecto evadir la presencia en la Asamblea oficial y que era preciso no perder presencia 
política y electoral (Barrera, 2001: 239). Finalmente se desarrollaron las dos iniciativas, 
puesto que la coyuntura abría la posibilidad de clarificación de las demandas nacionales y 
también la reestructuración de las propias organizaciones indias en consonancia con su 
reivindicación plurinacional.  
 
La “Asamblea Constituyente del Pueblo” que  nació de la caminata nacional por un Estado 
Plurinacional,29
                                                 
29 Para Maldonado se establece a partir del discurso plateado por los indígenas en esa coyuntura específica se 
establece un punto de quiebre de los contenidos contestarios del discurso indio: las  demandas agrarias. Es así 
que se forjaron -a su criterio- las condiciones para el ingreso dócil en el terreno del multiculturalismo en el 
neoliberalismo.  
 permitió poner en común el conjunto de demandas exigidas por sectores 
populares rurales y urbanos, está a su vez estuvo acompañada por una gran movilización 
social que continuó el clima de “la política en las calles” iniciado en febrero de 1997. 
Incorporó elementos del debate intelectual de los años precedentes sobre el contenido de la 
Reforma Constitucional. El proceso de elaboración de la nueva Constitución alternativa 





Se realizaron varios grupos de estudio informales, y organizaciones de investigación, por 
intelectuales y cientistas sociales cercanos al movimiento indígena, los sindicatos públicos, 
las organizaciones no gubernamentales que trabajaban en temas tales como derechos 
humanos, medioambiente y derechos de la mujer.30
Por iniciativa de la Coordinadora Política de Mujeres, el Foro Permanente de la Mujer 
Ecuatoriana y el Consejo Nacional de las Mujeres, se elaboró un documento denominado 
“Nosotras en la Constitución: propuesta de las mujeres ecuatorianas a la Asamblea 
Constituyente”, en cuya formulación participaron además de las organizaciones nombradas 
el Movimiento de Mujeres de Guayaquil, Mujeres por la Democracia, mujeres de partidos y 
movimientos políticos que planteaban la necesidad de formular mayor participación de las 
mujeres en los espectros institucionales a más de mitigar la desigualdad de género presente 
en la sociedad ecuatoriana (Valladares, 2003).
   
 
Los temas plateados en la mesa de concertación previa a la asamblea era: el reconocimiento 
del carácter pluricultural y pluriétnico del país, además de los derechos colectivos dirigidos 
a los pueblos indígenas y negros del Ecuador (García, 2003). 
 
31
                                                 
30 La conformación de la Asamblea de los Pueblos estuvo protagonizada en su mayoría por composición 
social serrana, indígenas e intelectuales urbanos vinculados a ONGs o universidades, así: indígenas 26%, 
movimientos sociales 27%, sindicatos públicos y privados 11%, seguro campesino y otras organizaciones 
campesinas 9%, otros (intelectuales y ONGs) 27% (Revista Vistazo, n.725, Nov 6, 1997, p.24-27 citado en 
Andrade 2000). 
31 Sistematizando el contenido de la propuesta tenemos: “1) nueva conceptualización de la ciudadanía que 
logre redefinir algunos derechos políticos y afirmar mecanismos de mejor y mayor participación ciudadana. 2) 
Vigencia plena de los Derechos Humanos de las mujeres. 3) Aplicación del derecho de las mujeres a la 
representación política en todos los ámbitos de decisión. 4) Incorporación del enfoque de género en la 
planificación del desarrollo y la institucionalización de las políticas públicas para superar las desigualdades 
entre hombres y mujeres, entre otros” (“Nosotras en la Constitución: propuesta de las mujeres ecuatorianas a 







El 12 de octubre llegaron a Quito 433 delegados de las organizaciones  antes mencionadas 
aprobaron una “nueva Constitución”, que pretendía incorporar las demandas políticas y 
reivindicativas plateadas a lo largo de la década de los 80 y 90. En esa fecha hay una 
simbólica toma del Congreso en repudio a la corrupción, se expresaba el deseo de disolver 
el Congreso y de remplazarlo por esta Asamblea Constituyente alternativa con el propósito 
de “refundar el país”.  
 
A juicio de Barrera “la realización de esta “operación” política y social fue un esfuerzo a 
gran escala, que nuevamente puso a prueba la capacidad de movilización colectiva, y se 
constituyó en una abierta interpretación al interior del gobierno de esquivar su compromiso 
de convocar a una Asamblea” (2001:240). 
 
3.3 Elecciones de la Asamblea: ¿el eterno retorno? 
 
La convocatoria a elecciones para la Asamblea Nacional se realizó en septiembre de 1997, 
con lo que el proceso electoral se realizó en un tiempo extremadamente corto-apenas  un 
mes-. Las condiciones en las que fue convocada la Asamblea Nacional, los partidos 
políticos emplearon su especialización para reclutar a - o afirmar lealtades de- caciques 
locales quienes actuaron como representantes.32
                                                 
32 Catherine Conaghan, ha señalado que los partidos políticos ecuatorianos que emergieron a partir de los años 
sesenta, y cuya presencia fue central en el período 1997-1998, son partidos con enfoque instrumental de la 
política, con mecanismos informales de reclutamiento de partidarios, y especializados en la competencia 










Los 70 asambleítas electos que como mencionamos anteriormente fue realizado bajo un 
mecanismo ad hoc, determinaron que al interior de la Asamblea Nacional se reprodujese en 
gran medida la conformación político-partidista que se había dado tradicionalmente  al 
interior del Legislativo, es decir, consiguieron representación más de diez organizaciones 
políticas (Mejía, 1997; Burbano de Lara y Rowland, 1999, citado en Pachano, 2011). Es así 
que los resultados electorales para la conformación de la Asamblea Nacional quedaron 
conformados de la siguiente manera:        
 
TABLA N. 2 RESULTADO DE LAS ELECCIONES A LA 




Partido Social Cristiano (PSC) 21 
Partido Democracia Popular (DP) 12 
Movimiento Plurinacional Pachakutik 7 
Partido Roldosista Ecuatoriano (PRE) 7 
Coalición Frente Radical Alfarista/Partido 
Liberal  (FRA) 
6 
Partido Izquierda Democrática (ID) 5 
Movimiento Popular Democrático (MPD) 3 
Partido Socialista Ecuatoriano (PSE) 3 
Agrupaciones menores independientes 3 




Movimiento Independiente Gente Nueva (GN) 1 
               Fuente: Pachano, Fernando. La Reforma Constitucional Ecuatoriana de 1998: 




De los asambleístas electos el 90% eran hombres y el 10% mujeres,33
Continuando con el análisis, los resultados de las elecciones de Asambleístas, podemos 
concluir que el PSC, fue uno de los beneficiarios de la caída de Bucaram, éste se mantuvo 
como primera fuerza política nacional y sin contendor del mismo nivel, una vez que se 
produjo la caída del líder del PRE. Con 21 asambleístas el PSC formaba el bloque más 
numeroso tenía el 30% de escaños, seguido por la DP con el 17%. Significativamente 
menores en los escaneos tenemos a MUPP-NP con el 10%, el PRE con un 10% y el FRA-
LP 9.9% (Salazar, 2010:37).
 el 71% pertenecían a 
partidos políticos, el 44% eran abogados, el 63% habían ocupado un cargo público. Estos 
tres últimos datos nos permiten afirmar la idea de que se trataba de “caciques locales” 
(Revista Vistazo N. 722 citado en Andrade, 2004).  
 
34
El éxito de los partidos políticos en captar la representación en la Asamblea, sin embargo, 
no implicaba necesariamente que éstos tenían estrategias políticas claras, o ni siquiera una 
agenda política claramente establecida sobre el tipo de constitución deseable. Como resalta 
  
 
                                                 
33 En 1997, por primera y única vez hasta la presente fecha, sectores organizados de mujeres de Quito y 
Guayaquil decidieron presentar listas propias –conformadas únicamente por mujeres-, convirtiéndose así en 
una de las 39 agrupaciones ciudadanas que participaron en los comicios electores para la designación de 
Asambleísta. Silvia Vega (integrante la Coordinadora Política de Mujeres) resalta que los objetivos 
compartidos que llevaron a tomar la decisión de participar como lista única fueron a más de colocar 
representantes en la Asamblea, el ampliar y posicionar en el debate público las propuestas del movimiento de 
mujeres; logrando una votación en Guayas de 3.5% y en Quito 2.45% de la votación general (Cañete, 
2005:141-142).  
34 En un intento de enfatizar sobre los resultados de la elección asamblearia brevemente señalaremos la 
posición de uno de los medios de comunicación “El Comercio” en un editorial publicado el 2 de diciembre de 
1997 pág. A4, señala: “el pronunciamiento en las urnas muestra, entre otras cosas, que el país quiere mesura, 
estabilidad, orden. Negó su voto a sectores que se han identificado con los paros impropios, con principios de 
violencia y con indisciplina […] en general, el mapa político de la próxima asamblea contará el hecho de que 
buena parte de los elegidos aparece ligado a los principios de la modernización. Lo que conviene es ubicar las 




Andrade, únicamente la Democracia Popular (DP) contaba con una estrategia políticamente 
clara que establecía la política de alianzas, y tácticas para que la Asamblea adoptará un rol 
constituyente limitado al conocimiento y adopción de reformas constituciones (2004:13).  
Cabe resaltar en este punto la figura del ex Presidente de la República, Oswaldo Hurtado 
(CORDES) fundador y líder histórico de la DP,35 quien postuló y resultó elegido para 
integrar la Asamblea Nacional; fue considerado por la opinión pública nacional como el 
“candidato natural” para presidir la Asamblea Nacional.36
“La Asamblea Nacional, que hoy se inaugura en Ambato, ofrece una extraordinaria 
oportunidad para corregir este problema de gobernabilidad que sufre el país, que 
provoca inestabilidad política, incertidumbre económica […] La Asamblea además 
nos ofrece mejorar la calidad de nuestra democracia, elevar sus rendimientos 
económicos y sociales, hacerla una institución al servicio del pueblo y de sus 
problemas y no un ámbito de disputas de intereses personales y partidistas. […] Una 
Constitución es un inmenso paraguas para proteger de la lluvia a todos los 
ecuatorianos. No es la Carta Política de un partido, de una ideología, de una fuente 
de pensamiento. Es un acuerdo de una sociedad para darse un conjunto de normas 
que protejan a todos, que les permita trabajar y les ayude a progresar. […] quiero 
contribuir a que el debate político tenga un carácter razonado y razonable, a que sea 
   
 
Es así que en el discurso inaugural de la Asamblea Hurtado refiere lo que sería en pocas 
palabras la tendencia que marcaría el debate de dentro de la Asamblea por parte de los 
sectores antes mencionados (PSC-DP-FRA):  
 
                                                 
35 Oswaldo Hurtado Larrea, fue miembro de la Comisión de Constitución entre 1977 y 1978, Comisión que 
redactó la Constitución de 1979.  Lo esencial en el pensamiento de Hurtado es que la permanente pugna 
institucional y política impide las reformas económicas que alentarían el crecimiento económico lo que ha 
agudizado el círculo vicioso de la crisis de los acuerdos políticos. Su planteamiento se “institucionaliza” –por 
llamarlo de alguna manera- en el Proyecto CORDES.  “El Proyecto CORDES-Gobernabilidad”, estableció en 
enero de 1997 desarrolló sus ideas sobre la gobernabilidad y ayudó a diseñar las estrategias políticas de la 
Democracia Popular, en gran medida en paralelo a los acontecimientos políticos que procedieron  y 
acompañaron a la Asamblea Nacional (Andrade: 2004: 33).   
36 Con 39 votos Oswaldo Hurtado fue proclamado Presidente de la Asamblea Nacional en Ambato, recibiendo 
el apoyo de los siguientes partidos políticos y con la siguiente votación de PSC (20 votos), DP (12votos), 
FRA-Liberal (5 votos), además de Ricardo Noboa (Gente Nueva), y de un Asambleísta Independiente de 
Pastaza. Marcelo Santos del PSC y Luis Mejía del FRA fueron elegidos vicepresidentes (El Comercio 21 de 




un debate pluralista, una discusión abierta. A que las reformas constitucionales, 
hasta donde sean posible, sean aprobadas por un amplio consenso, para que todos 
quienes participaron en su elaboración se sientan comprometidos con su destino  
 
[…] pero si no es posible el consenso, como manda la democracia, debemos votar y 
someternos a aquello que ha resulto la mayoría (Discurso del Presidente de la 
Asamblea Oswaldo Hurtado, realizado en Ambato, el 20 de diciembre de 1997, 
énfasis propio).  
 
3.4  Debate inicial: Una Asamblea Constituyente o Constitucional. 
 
Negri, expone en los primeros párrafos de su libro “El poder constituyente”, que “hablar de 
poder constituyente es hablar de democracia […] el poder constituyente es la fuerza 
inmanente del acontecimiento social; entendido como el flujo de múltiples singularidades 
históricas, singularidades que realizan la expansión efectiva de la existencia. A su vez el 
poder constituyente tiende a identificarse con el concepto mismo de política entendida bajo 
una sociedad democrática. Calificar constitucionalmente, jurídicamente, el poder 
constituyente no será pues simplemente producir normas constitucionales, estructurar 
poderes constituidos, sino, sobre todo, ordenar el poder constituyente en cuanto sujeto y 
regular la política democrática” (1993: 17). 
 
Lo que plantea Negri es quizá lo que los partidos tradicionales que ocuparon los curules de 
la Asamblea temieron al iniciar un debate de si la Asamblea podría tener “plenos poderes” 
es decir si estaba encima de los poderes constituidos del Estado o si, por el contrario, estaba 
sometido a ellos.  
 
Es así como Echeverría señala que la discrecionalidad en la interpretación y el uso de 
preceptos legales y constitucionales como mecanismos de consolidación de espacios de 




propio de la política tradicional, expresa también de manera más clara la lógica de 
desinstitucionalización37
La Constitución, cumple el papel de legislar sobre una voluntad que ha sido expresada 
como el poder constituyente, el cual posee un “carácter originario, inmediato e incluso 
elemental”;




                                                 
37 Por desinstitucionalización hay que entender el debilitamiento o la desaparición de las normas codificadas y 
protegidas por mecanismos legales, y más simplemente la desaparición de los juicios de normalidad, que se 
aplicaban a las conductas regidas por instituciones (Touraine, 1998:45).   
38 Los límites del ejercicio del poder constituyente originario distan de ser poco importantes, y consisten en 
establecer una Constitución o reformarla, es decir, que el ejercicio de un poder supremo, bastante amplio, que 
determina las bases dentro de las cuales se debe someter el ejercicio de todos los demás poderes del Estado.  
 lo cual plantea un problema fundamental, que tiene que ver con el 
encausamiento o la canalización de ese poder bajo normas que lo regulan y por lo tanto lo 
limitan sustantivamente (ídem, 2006:139).  
 
Por otro lado, el poder constituyente derivado es el facultado para proceder a la reforma 
constitucional, lo que lo convierte en un poder condicionado a la voluntad del constituyente 
originario. Se convierte en un poder condicionado, pues su ejercicio está ligado formal y 
materialmente a la Constitución que va a reformar. Este poder encuentra legitimidad en la 
legalidad de su función; se deriva de la misma Constitución que ha de reformar (Oyarte, 
1998: 71).  
 
La centro izquierda estaba a favor de la identificación de la Asamblea como el primer poder 
del Estado y, consecuentemente, con la adopción del calificativo “Constituyente”. El FRA 
y PSC se oponían a la nueva dominación; pero, de ser aprobada la apoyaban 
irrestrictamente la “auto-limitación”. Después de un intenso la bancada mayoritaria de la 
Asamblea eliminó la posibilidad de ejercer “plenos poderes” en relación al Ejecutivo y al 
Legislativo. La votación se dio de la siguiente manera: La primera que tenía que ver 
únicamente con el nombre de Constituyente, obtuvo 43 votos de 66 votos; la segunda parte 




De esta manera se superó el conflicto jurídico-político sobre el carácter de la Asamblea, ya 
que no obstante, haberse declarado Constituyente, no ejercía plenos poderes. La resolución 
de la Asamblea quedó de la siguiente manera: 
 
La Asamblea se denomina Asamblea Nacional Constituyente y se sujetará en su 
funcionamiento al Estatuto Orgánico y de Procedimientos debidamente aprobados. 
Respetará la independencia del Honorable Congreso Nacional y demás funciones 
del Estado, los períodos de los actuales Presidente y Vicepresidente de la 
Republica, así como los de las respectivas autoridades del régimen seccional 
(Publicado en el Registro Oficial N. 235 del 14 de enero de 1998).  
 
 
A pesar de la “auto-limitación”, la determinación de la Asamblea, formalmente 
Constituyente, provocó la inmediata reacción del Presidente Interino de la República y 
Presidente del Congreso Nacional, Heinz Moeller. Ambos hicieron público su rechazo y 
advirtieron que no permitirían injerencia alguna en sus respectivas funciones, calificando la 
decisión de la Asamblea como “exabrupto” (Noboa, 1999 citado en Pachano, 2001: 13).    
 
Para aliviar las tensiones Oswaldo Hurtado, Presidente de la Asamblea se reunió con el 
Meller y ratificó que la Constituyente respetaría a los demás poderes del Estado. Esta 
disputa terminó con un acuerdo que estableció que la Asamblea podrá hacer los cambios 
constitucionales a través de reformas a la Carta Política y lo que corresponde a leyes lo hará 
con disposiciones transitorias para evitar que el Congreso pueda revisar esas decisiones.  
 
3.5 Coaliciones y pugnas dentro de la Asamblea. 
 
Como lo señala Granda, una vez conformada la Asamblea la coalición de la mayoría de 
tendencia de la derecha, para definir el marco constitucional que garantice: “en primer lugar 




financiero por la empresa privada. En segundo lugar […] el control de la administración de 
justicia. En tercer lugar fortalecer a través de las reformas políticas consolidar el 
presidencialismo” (2006: 107).  
 
A lo largo de las actividades que realizó la Asamblea Nacional Constituyente se pudo  
establecer claramente dos tendencias: La coalición de la  mayoría que tuvo como 
característica la búsqueda de “reformas políticas” con una clara tendencia política de 
derecha, que intentaban preservar el orden establecido y fortalecer las capacidades del 
Ejecutivo.  
 
La otra colación la de la minoría de tendencia de izquierda y centro-izquierda, tuvo como 
una clara tendencia “plurinacionalista” que buscaba cambiar el orden político y fortalecer 
las capacidades de la ciudadanía. 
 
La tendencia “reformista” estaba conformada por la Democracia Popular (DP) el Partido 
Social Cristiano (PSC) y el Frente Radical Alfarista (FRA), que sumaban 40 votos dentro 
de la Asamblea.39
                                                 
39 Tanto la DP como el PSC, vienen de una misma matriz ideológica, el Partido Conservador (PC) que fue la 
derivación del Movimiento Social Cristiano (MSC), es por ello que el líder socialcristiano Jaime Nebot había 
manifestado que a su partido político le satisface ampliar el acuerdo logrado con la DP y el FRA, 
argumentado que esto demostraba que en el Ecuador hay gente ‘sensata’ y políticos serios que piensan en el 
bienestar del país.  
 Los puntos clave de la alianza en especial entre la DP y el PSC fueron la 
gobernabilidad y el aumento de productividad. La línea de gobernabilidad marcada por 
Hurtado (DP) y en la que el PSC estaba de acuerdo, constaba entre otros la prohibición de 
la paralización de los servicios públicos, suprimir las elecciones intermedias; elegir los 
diputados en la segunda vuelta electoral, restablecer el equilibrio en las representaciones 





La tendencia de izquierda y centro-izquierda estaba formada por la ID, El MUPP-NP, el 
PSE, el MPD y Nuevo País.40
 
 Estos partidos confrontaban un reto inmediato para aumentar 
sus capacidades de poder e incluso sobrevivir, formar y consolidar una alianza estable con 
los sindicatos públicos y movimiento indígena; es decir con los actores consensualmente 
considerados como centrales en el derrocamiento del ex - Presidente Bucaram.  
 
Esta coalición se planteó llevar adelante: la declaración de un Estado plurinacional, 
multiétnico y pluricultural; la descentralización, establecer una  redefinición del proceso de 
modernización de las áreas estratégicas privilegiando criterios de eficiencia, soberanía e 
integridad del patrimonio público. Un sistema de seguridad social a cargo del Estado bajo 
los principios de solidaridad y universalidad, la creación del Consejo de Planificación y de 
Pueblos Indígenas, Campesinos y Negros, entre otros temas (Pachano: 2012).  
 
Cabe señalar que varias de estas propuestas se fueron cuajando desde los inicios de los años 
90 desde los movimientos sociales que se oponían a las reformas neoliberales que el Estado 
estaba imponiendo, como el de la privatización de los recursos estratégicos del país y del 
seguro social.  
 
Se podría sistematizar tres dinámicas en las decisiones adoptadas por la Asamblea. La 
primera responde a un juego simplificado de oposición entre “reformistas políticos” y 
“plurinacionalistas”; esta dinámica permite establecer posiciones ideológicas claramente 
diferenciadas y no negociables. La segunda dinámica corresponde a decisiones adoptadas 
con el voto de estas dos coaliciones; esta modalidad corresponde a los acuerdos que 
alcanzaban los representantes en las comisiones de la Asamblea. Finalmente, están aquellas 
decisiones que favorecían a uno u otro grupo de interés, que trasgredían los alineamientos 
entre “reformistas políticos” y “plurinacionalistas”.  
                                                 
40 Los asambleístas fueron Nina Pacari (Chimborazo), José Vega (Cotopaxi), Gabriel Galarza (Bolívar), 
Kayser Arévalo y Felipe Chimpi (Morona Santiago), Ángel Ortiz (Zamora), Julio Cesar Trujillo (Pichincha), 





En lo que coincidían ambas coaliciones era en la necesidad de crear condiciones de 
estabilidad política, y los derechos sobre los cuales los pueblos indígenas, y otros grupos 
afectados por desigualdades políticas podrían reclamar titularidad. Es por ello que es 
posible identificar más de una coincidencia ideológica que permitió llegar al modelo de 
democracia negociada.  
 
Para los sectores sociales presentes en la reformulación de la Constitución de 1978, era 
indispensable plantear la necesidad de ir configurando una noción fuerte de ciudadanía, 
plantear una política de resistencia al neoliberalismo, de recuperación del concepto de áreas 
estratégicas, de perfeccionamiento y avance en el ámbito de los derechos humanos, sociales 
y económicos.  
 
Desde la perspectiva étnico-cultural de la CONAIE se planteó: garantizar a los pueblos 
(indígenas, comunidades ancestrales) su capacidad de pensar, planificar, decidir y 
autodeterminarse; la posibilidad de nombrar sus propias autoridades; reconocimiento de los 
territorios indios; educación laica, intercultural bilingüe y gratuita. La base fundamental de 
la propuesta, en este sentido, radica en la construcción de un Estado plurinacional y una 
sociedad intercultural, el mejoramiento de los niveles de vida de los pueblos y 
nacionalidades indígenas. Era evidente que, superando la invisibilización iban a ser sujetos 
de derechos y por lo tanto a merecer la atención del Estado. No solo por la introducción de 
reformas a la Constitución, sino porque el Estado debía aplicar las normas de la legislación 
internacional suscritas por nuestro país (Salazar, 2010).  
 
En 1998, la Constitución dio un significativo avance en la noción de ciudadanía, 
estableciendo que todos los ecuatorianos, sin límites de propiedad, edad o género son 
ciudadanos o ciudadanas. Según esta modalidad que la Constitución recoge, la ciudadanía 
es el vínculo jurídico de derecho y deberes de los ecuatorianos; con ello, la tradicional idea 
de “nacionalidad” perdió contenido jurídico, para referirse exclusivamente a los aspectos 





Aunque en los debates de la Asamblea se reconoció la necesidad de desarrollar 
instituciones y mecanismos, destinados a profundizar la participación democrática de los 
ciudadanos, aparte del reconocimiento ya mencionado de ciertos derechos, la Constitución 
logró muy poco en ese sentido. Más bien contiene disposiciones que permiten monopolios 
electorales en nombre de la “gobernabilidad”. 
 
La coalición de la mayoría, bajo divisa de gobernabilidad, concentró su atención en 
proyectos de reforma al sistema electoral y de partidos políticos, la coalición de la minoría, 
supuestamente agrupada bajo la divisa de la plurinacionalidad, presentó y apoyó proyectos 
de reforma que abarcaban un espectro amplio de temas, fuertemente centrados en la 
creación de nuevos derechos y en el control de los gobernantes por los gobernados. 
 
Está comprobación parecería avalar la hipótesis de que hubo un alineamiento claro de 
fuerzas políticas de derecha, que intentaban preservar el orden establecido y fortalecer las 
capacidades del Ejecutivo, enfrentas a fuerzas políticas de izquierda que buscaban cambiar 
el orden político y fortalecer las capacidades de la ciudadanía (Andrade, 2004: 39). La 
sociedad proyectada en la Constitución de 1998 es una sociedad democrática liberal pero 
con elementos cuasi corporativos, y por ello instaura nuevas contradicciones o da nueva 
forma a las viejas contradicciones de la democratización en el  Ecuador.  
 
Desde una perspectiva sistémica, se podría decir que la Asamblea abre las compuertas de 
ingreso de demandas y expectativas sociales, pero cierra los filtros que deben procesarlas y 
obstruyen su salida como decisiones políticas.; la exacerbación de expedientes decisionistas 
en torno al reforzamiento del presidencialismo en desmedro de las funciones de 
representación, la articulación de lógicas de cooptación de actores en las instancias de 
gestión administrativas, refleja el carácter transicional que caracterizó a las discusiones, al 




Una combinación no adecuadamente resuelta entre posturas que reivindicaban la idea de 
una democracia directa y participativa, y posturas que entendían el proceso decisional como 










La crisis política es el resultado de problemas tanto en la estructura como en el 
funcionamiento del sistema político, que provocan la perdida de la credibilidad y de la 
legitimidad del Estado y de sus instituciones frente a la sociedad. Ésta pone en duda la 
validez del sistema democrático, y en ocasiones conspira contra su permanencia. La crisis 
se refleja en la incapacidad del sistema político, para procesar las crecientes demandas de la 
sociedad, casi siempre orientadas conseguir mejores condiciones de vida. El sistema 
político ecuatoriano fue diseñado –desde la perspectiva de la modernización del Estado- en 
el proceso el retorno al régimen democrático en 1979, luego de que habían concluido dos 
períodos de dictadura militar consecutivos  
 
La crisis política se genera en el diseño y funcionamiento del sistema político, siendo los 
partidos políticos los que se presentan como el eje de la representación política, mismos 
que han tenido un papel totalmente limitado en la perspectiva de lograr acuerdos y 
consensos entre el Estado, sus funcionarios, los distintos gobiernos, y por otro lado en el 
sentido contrario se han presentado con un política de obstrucción permanente desde el 
Ejecutivo o desde el Congreso. Es una política de bloqueos y enfrentamiento mutuos, 
motivados en la defensa de intereses de grupos.  
 
Los partidos políticos representados en el Congreso frente a la salida de las manifestaciones 
alcanzadas el 5 de febrero de 1997, no pensaron en ese momento más que en la salida del 
líder roldosista que aunque como señalamos se dude de la legalidad de su destitución. 
Aunque se debe destacar que también y fundamentalmente respondió a las múltiples 







El derrocamiento del ex Presidente Abdalá Bucaram, colocó en primer plano de la vida 
nacional el tema de la participación ciudadana. Miles de ecuatorianos (as) se manifestaron 
en las calles, ejerciendo en la práctica el derecho de revocatoria de mandato; ciudadanos 
(as) de la más diversa índole se unieron en Asambleas locales para plantear sus propuestas 
de cambio y restructuración del Estado; se crearon espacios de concertación con “nuevas 
formas” de ejercicio de la democracia.  
 
Estas “nuevas formas” que se configuraron al margen de los canales institucionales de la 
representación política generaron varias interrogantes centradas en la crisis del sistema 
político, al cual esta superpuesto el deterioro del régimen de partidos políticos; la crisis 
económica presentada por la transición entre el Estado Desarrollista y el Estado Neoliberal. 
 
Si bien la CMS y el Frente no habían logrado alcanzar la meta de instituir un “gobierno 
popular”, sí lograron demostrar la capacidad de la movilización social, la cual volvería a ser 
activada un una escala aún mayor, muy poco tiempo después de la caída de Bucaram, como 
veremos a continuación.  
La efervescencia de los movimientos sociales  quedo opacada en la llamada a la Consulta 
Popular puesto que los partidos tradicionales triunfaron en la elección para la Asamblea 
Constituyente. Partidos como el PSC – DP contaban con una gran organización nacional y 
recursos con muy buenas condiciones para enfrentar la contienda electoral. Estos y otros 
partidos tradicionales realizaron su apuesta por reformar al sistema político para ubicar 
lineamientos programáticos encausados a atacar la crisis política y de la ingobernabilidad.  
 
La clase política apuntaba que se trataba de un problema de gobernabilidad, que se ha 
producido por el mal funcionamiento del sistema político y de sus instituciones. Sin 
embargo, desde los movimientos sociales se planteaba tal problema no como una falta de 
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ANEXO N. 1 
 
MANDATO DEL PUEBLO ECUATORIANO A TRAVES DEL FRENTE PATRIÓTICO 
EN DEFENSA DEL PUEBLO, AL H. CONGRESO NACIONAL Y AL NUEVO 
GOBIERNO 
 
Aquí estamos los trabajadores, pueblos indígenas, obreros, campesinos, artesanos, 
maestros, estudiantes, desempleados y pequeños comerciantes. Somos los hombres, 
mujeres y jóvenes que levantamos la bandera de una Patria libre y soberana. Somos 
mestizos, blancos, indios, negros de distintas nacionalidades, somos la esencia del Ecuador.  
 
 
Su sangre y conciencia. Nuestra lucha a lo largo de las últimas semanas ha permitido que el 
PARO CÍVICO DEL PUEBLO se convierta en una jornada histórica sin precedentes en las 
últimas décadas. Millones de hombres y mujeres del Ecuador, movilizados combativamente 
en las calles y campos del país, hemos alzado la bandera de la unidad, levantado nuestra 
voz y determinado la necesidad de cambiar el gobierno para desterrar la corrupción, el 
autoritarismo y el programa neoliberal. Como hermanos, de la Costa, Sierra, Amazonía y 
Galápagos, nos hemos reunido en el FRENTE PATRIÓTICO DE DEFENSA DEL 
PUEBLO para reivindicar el camino de lucha de los pobres por sus propios intereses y 
evitar que los causantes y beneficiarios de la crisis se aprovechen del descontento popular.  
 
Queremos un gobierno popular, solución a los problemas de las mayorías, libertad y pan. 
Hoy se ha sentido la fuerza del pueblo organizado, de los ciudadanos, las organizaciones 
populares y sociales. La ASAMBLEA POPULAR que realizamos en la Plaza de la 
Independencia es prueba de ello y el inicio de nuevas jornadas. Desde aquí resolvemos 
democráticamente presentar el siguiente MANDATO POPULAR. PARA LOS SECTORES 




Mantener la movilización popular y ciudadana. Cada organización y sector social debe 
realizar acciones combativas en su respectivo lugar, hasta lograr la renuncia o destitución 
de Abdala Bucaram.  
Extender el PARO CÍVICO NACIONAL hasta 48 horas, es decir, hasta el jueves 6 de 
febrero a las 12 de la noche.  
 
PARA LOS DIPUTADOS Y EL CONGRESO NACIONAL  
DESTITUIR de manera INMEDIATA A ABDALA BUCARAM.  
Conformar un GOBIERNO PROVISIONAL respetando las decisiones de las 
organizaciones que han determinado el cambio de gobierno.  
Desarrollar un proceso de fiscalización y sanción a todos los corruptos del actual Gobierno, 
iniciando con la destitución del Contralor y Procurador General del Estado y procediendo a 
la reestructuración democrática de la Corte Suprema de Justicia y demás organismos del 
Estado.  
Desarrollar la actividad parlamentaria necesaria en el propósito de que se cumplan las 
medidas planteadas para el gobierno provisional.  
 
PARA EL GOBIERNO PROVISIONAL 
 
El gobierno Provisional tiene la obligación de convocar a la conformación, en un plazo no 
mayor de sesenta días a una ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE que redacte 
una nueva Constitución verdaderamente democrática, plurinacional y popular.  
El gobierno provisional deberá comprometerse a atender las medidas urgentes resueltas en 
la Asamblea Nacional del Frente Patriótico:  
 
Derogar en forma inmediata las medidas económicas que incrementan los precios de los 
bienes y servicios de primera necesidad y deterioran la calidad de vida: gas, luz, transporte, 
teléfonos, combustibles. No más impuestos municipales y entrega del 15% del presupuesto 
para los gobiernos seccionales; Defender la soberanía nacional y su integridad territorial; 
Anular la propuesta de convertibilidad y privatización de las áreas estratégicas, seguro 




recursos necesarios para el desarrollo nacional; Respetar los derechos humanos, sindicales 
y las libertades públicas que pongan fin a la violencia institucionalizada en contra de los 
trabajadores, jóvenes, de la mujer, medios de comunicación y dignidad ciudadana; 
Convocar a una Consulta Popular para que sea el pueblo quien decida el Plan de Gobierno 
a aplicarse en su beneficio; Incrementar el Presupuesto, en particular para la salud, 
educación, universidades, vivienda, crédito para artesanos, pescadores, pequeños 
comerciantes y agricultores; Respetar la organización, eliminar la contratación laboral a 
través de intermediarios, garantizar la estabilidad laboral y la restitución a sus puestos a los 
trabajadores y maestros despedidos de los sectores público y privado; Respetar la 
autonomía e integridad de la CONAIE, UNE y demás organizaciones, y la eliminación del 
Ministerio Étnico-Cultural, la Secretaría de asuntos Indígenas y Minorías Étnicas.  
 
Demandar la El Frente Patriótico y los ocho diputados: seis del Movimiento de Unidad 
Plurinacional Pachakutik- Nuevo País y 2 del Movimiento Popular Democrático, actuarán 
en el H. Congreso Nacional en función de este mandato (Saltos, 1997: 77).  
 
 
